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 Impreso y hecho en Colombia 
 


 
 

 

 “Nada es más difícil de emprender, más duro de dirigir, ni más incierto en su éxito que tomar la iniciativa en la introducción de un nuevo orden en las cosas”. 
 

 Nicolás Maquiavelo 
 


 
 

 

 Introducción 
 

 El contexto de la Revisoría Fiscal, por su definición y funciones, se enmarca en el campo nacional, aunque como se verá, en otros países existen figuras parcialmente similares. Sus funciones van más allá de la simple dictaminación de estados financieros donde la han querido ubicar algunas personas y autoridades de inspección, vigilancia y control, con total desconocimiento de su origen, fundamento y razón de ser en el campo de la vigilancia societaria y de la garantía que de ella misma se deriva como apoyo y garante para el Estado. Su ejercicio en el control es esencialmente social, cuyo origen bien puede remontarse al del hombre social que convive en comunidad, aporta a la misma y pretende mejorar su satisfacción mediante la unión de esfuerzos y recursos para beneficiarse con su uso de y sus resultados; está fuertemente vinculada a la vigilancia del buen hacer y del apego normativo, como garantía para los inversionistas en el actuar responsable de los Administradores y la garantía de confianza sobre la rendición de las cuentas. 
 

 Como bien lo recuerda el profesor John Jairo Morales Alzate: “honeste vivere, alterum non laedere, suum cuique tribuere, haec sunt principia juris” (vivir honestamente, no dañar a los otros y dar a cada cual lo suyo, tales son los principios del derecho)1; principios que son el fundamento de la responsabilidad y generación de la conocida responsabilidad o rendición de cuentas que incumbe a toda empresa y a sus administradores. 
 

 En el campo del control su origen no es único; tiene sus particulares expresiones en distintas culturas, siendo las occidentales las más conocidas. En ellas se desarrollan dos grandes corrientes: una latina con origen en el Estado y su acción de intervención; otra anglosajona con origen en las doctrinas del liberalismo clásico, en sus ideas de estado mínimo y de la libertad extrema de mercado. Tal conocimiento es necesario para el entendimiento de muchos debates actuales y especialmente desde la década de 1990. 
 

 El propósito no es el de hacer un estudio histórico de la Revisoría Fiscal, lo cual nos remontaría, respecto de la fiscalización, a los mismos orígenes del Derecho Romano o, para no ir tan lejos, hasta 1503, año de la creación del organismo fiscalizador para América por los Reyes de España bajo el nombre de Casa de Contratación de las Indias2. Se podría estudiar, incluso, desde la Edad Media, para luego acercarnos a las “Nuevas Ordenanzas de Bilbao” aprobadas en 1737 y derogadas en 1853 por el reconocido primer Código de Comercio aprobado en dicho año. Se podría también aludir al conocido Código de Comercio del Estado de Panamá, aprobado en 1869, y que fuera posteriormente adoptado en toda la República; a las Leyes 57 y 153 de 1887, 27 de 1888, 51 de 1918, 58 de 1931, 73 de 1935, 151 y 155 de 1959; a los decretos 1357 de 1931, 1946 de 1936, 2521 de 1951, 2373 de 1956. Esta normatividad no es vigente; excepto, en forma parcial, las dos primeras leyes, que como antecedente de la Revisoría Fiscal, estudiosos ya han investigado prolíficamente su importancia e incidencia. 
 

 Nuestro propósito se encausa hacia un aporte en el marco legal y conceptual vigente, para ayudar a resolver inquietudes de frecuente presencia en su ejercicio, y que generan confusión y equivocaciones en el deber ser de la Revisoría Fiscal, en el cumplimiento de sus funciones, responsabilidades e incidencia social de sus inhabilidades e incompatibilidades, compendiando el fundamento normativo general que se relaciona con su ejercicio o se refiere al Revisor Fiscal; se pretende clarificar su función fiscalizadora y evaluadora del Control en el marco de la cobertura total, la permanencia, integralidad y valor agregado mediante la acción preventiva y proactiva que se espera del Revisor Fiscal y su diferencia con los otros órganos societarios. 
 

 Como soporte básico legal se puede indicar, entre otras normas legales, en su orden cronológico: 
 

 Ley 145 de 1960 por la cual se reglamenta el ejercicio de la profesión de Contador Público; 
 

 Decreto Ley 410 de 1971, en vigencia desde el 1 de enero de 1972, conocido como Nuevo Código de Comercio; 
 

 Decreto Ley 2463 de 1981 por el cual se determina el régimen de inhabilidades, incompatibilidades y responsabilidades de los funcionarios de las Cajas de Compensación Familiar y de las asociaciones de cajas y de los miembros de sus organismos de dirección, administración y fiscalización; 
 

 Ley 21 de 1982 por la cual se modifica el régimen del subsidio familiar; 
 

 Ley 79 de 1988 por la cual se actualiza la Legislación Cooperativa; 
 

 Decreto Ley 624 de 1989 por el cual se expide el estatuto tributario de los impuestos administrados por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales; 
 

 Ley 43 de 1990 por la cual se adiciona la Ley 145 de 1960 reglamentaria de la profesión de Contador público y se dictan otras disposiciones; 
 

 Ley 190 de 1995 o estatuto anticorrupción; 
 

 Ley 222 de 1995 por la cual se modifica el libro II del Código de Comercio, se expide un nuevo régimen de procesos concursales y se dictan otras disposiciones, norma cuyo título II fue modificado por la Ley 1116 del 27 de diciembre de 2006; 
 

 Decreto 1406 de 1999 por el cual se adoptan unas disposiciones reglamentarias de la Ley 100 de 1993 y se establece el régimen de recaudación de aportes que financian el Sistema de Seguridad Social Integral; 
 

 Ley 789 de 2002 por la cual se dictan normas para apoyar el empleo y ampliar la protección social y se modifican algunos artículos del Código Sustantivo de Trabajo; 
 

 Ley 1258 de 2008 por medio de la cual se crea la sociedad por acciones simplificada; 
 

 Ley 1314 de 2009 por la cual se regulan los principios y normas de contabilidad e información financiera y de aseguramiento de información aceptados en Colombia, se señalan las autoridades competentes, el procedimiento para su expedición y se determinan las entidades responsables de vigilar su cumplimiento; 


además de estas leyes son soportes legales los distintos pronunciamientos de autoridades administrativas y jurisprudencias emitidas por las altas Cortes del Estado Colombiano.
 

 Numerosas normas (setenta hasta el 2009), incluyendo la Ley 1314 de 2009, de manera tangencial o directa aluden o involucran en su contenido al Revisor Fiscal o a la figura de la Revisoría Fiscal. Esta actividad es vista por el legislador como un soporte para el Estado, y la comunidad en general, por la confianza, seguridad y credibilidad que genera en relación con la obligaciones de los administradores y los actos que se derivan de sus actuaciones, constituyéndola en una garantía de cumplimiento del legal en los entes económicos que se rigen por el derecho privado. Bajo tal forma ha sido interpretada su acción por la Corte Constitucional mediante Sentencia C- 780 del 2001. 
 

 Este se propone ser un texto de fácil comprensión tanto para el versado como para el lector desprevenido, que apoye además la formación de quien actuará como Revisor Fiscal o del Administrador que será el fiscalizado y con quien interactúa cotidianamente, y del nominador a quien se le rinden los informes debidos. Busca servir de fundamento para entender cómo debe actuar específicamente en los distintos sectores y las personas jurídicas que debe tener dicha institución o que voluntariamente desee implementarla, cuáles las obligaciones de los administrados en relación con la Revisoría Fiscal y el deber ser de las personas jurídicas en relación con ella; este actuar es igualmente obligatorio en las sucursales de compañías extranjeras como lo determina el artículo 472 del Código de Comercio, para asegurar el acatamiento del uso del capital foráneo en el marco de la Legislación Colombiana. En tal sentido se puede decir que hay una referencia directa a lo que se pudiera llamar teoría de la Revisoría Fiscal, en razón a que se esfuerza por estudiar lo que es esta actividad en la ciencia de la Contabilidad y de la Administración en Colombia. 
 

 Las debilidades que se observan en este ejercicio generalmente son el fruto del desconocimiento de su deber ser, de la negligencia en su estudio y profundización en el objeto de su creación, en la normatividad que la rige, y no de la mala intención de quien la ejecuta, ejecución que en buena hora está encomendada al Contador público, porque como lo ha manifestado el Consejo Técnico de la Contaduría Pública el compromiso y responsabilidad de la ciencia contable es la de fomentar y ser fuente de credibilidad y confianza de usuarios y terceros, sobre cuya información se basan las decisiones que aseguran la vida y bienestar económico-social de toda empresa, del inversionista y de la comunidad en general. En los últimos años la Academia ha motivado su estudio y análisis, no solo con las especializaciones sobre el tema sino con los encuentros anuales desde el 2007 –liderados por la Universidad Javeriana– de docentes que tienen a cargo su enseñanza en las universidades. 
 

 Un examen sobre la armonización de la Legislación Colombiana y la aplicación válida de la normalización internacional en lo referente al Revisor Fiscal, facilitará la compresión de similitudes o fronteras entre ellas, más aún con las normas sobre aseguramiento que se derivarán de la Ley 1314 de 2009. 
 

 No en vano el Decreto 2649 de 1993, aún vigente, de manera mal entendida y no profundizada señaló en su artículo 18 –refiriéndose a las características y prácticas de cada actividad– como norma básica que: “procurando en todo caso la satisfacción de las cualidades de la información, la contabilidad debe diseñarse teniendo en cuenta las limitaciones razonablemente impuestas por las características y prácticas de cada actividad, tales como la naturaleza de sus operaciones, su ubicación geográfica, su desarrollo social, económico y tecnológico”. 
 

 En lo pertinente, su artículo 136 contribuye a dar claridad sobre el uso de principios de contabilidad distintos de los generalmente aceptados en Colombia (que se encuentran entre los artículos 1 al 45 del Decreto en mención) y especialmente en lo referente a las normas básicas: “Criterios para resolver los conflictos de normas. Cuando se utilice una base comprensiva de contabilidad distinta de los principios de contabilidad generalmente aceptados, estos se aplicarán en forma supletiva en lo pertinente. 
 

 Cuando normas distintas e incompatibles con los principios de contabilidad generalmente aceptados exijan el registro de ciertos hechos, se harán en cuentas de orden fiscales o de control, según corresponda.” 


 

 1 Morales Alzate, John Jairo. Manual de Derecho Económico Constitucional. Segunda edición, 1998, p. 8.  
 

 2 Narváez García, José Ignacio. Introducción al Derecho Mercantil, VII Edición actualizada, p. 23.  
 


 




 Capítulo 1 

Responsabilidad social de la Revisoría Fiscal 




 Este capítulo ayudará a responder preguntas relacionadas con: 



	 ¿Qué es y cuál es la función de la Revisoría Fiscal? 

	 ¿En qué consiste la responsabilidad social de una empresa como ente económico? 

	 ¿Cómo debe ejercerse correctamente la responsabilidad social? 

	 ¿Qué valores empresariales deben tenerse en cuenta para ofrecer una oferta de calidad? 

	 ¿Por qué la responsabilidad social se reconoce como algo inherente a toda empresa dentro de la lucha contra la corrupción? 

	 ¿Cuál es la misión(es) del Revisor Fiscal para combatir la corrupción? 

	 ¿Por qué las acciones frente a la corrupción parecen ser solo “paños de agua tibia”? 

	 ¿Cuál debe ser el aporte de un Contador Público frente a la lucha contra la corrupción? 

	 ¿Cómo se debe combatir el soborno de funcionarios públicos? 

	 ¿Cuál es el aporte de la Universidad en la lucha contra la corrupción y en la búsqueda de la transparencia? 

	 ¿Qué tipo de ejemplo debe dar la Universidad frente a la corrupción? 
 
 


 La Revisoría Fiscal fue concebida en buena hora como la representante de los propietarios de las sociedades comerciales, y hoy ampliada por efecto de la Ley 222 de 1995 a las sociedades civiles, frente a los administradores para que vigilara en su nombre el buen hacer con el capital que se les entrega para su administración, su incremento, defensa y cuidado. Fue el mismo Estado quien entendió la connotación de esta figura, delegándole funciones que le son propias para seguridad de la información que se le debe entregar; la seguridad en la rectitud de los cálculos impositivos y la confianza que le da garantía a la comunidad en las afirmaciones emitidas a través de sus dictámenes, atestaciones o certificaciones; por eesto, dicha figura se hizo extensiva prácticamente a todas las personas jurídicas de alguna importancia. 


 Basta situarnos en la responsabilidad que le es propia a toda organización social frente a la comunidad bajo las reconocidas denominaciones de sociedades, o como entidades sin ánimo de lucro, para entender de manera rápida el gran compromiso social que se le ha asignado por Ley al órgano fiscalizador de dichas instituciones llamado Revisor Fiscal, o mejor denominado en la actualidad: Revisoría Fiscal. 


 "La revisoría fiscal ha sido concebida como la garantía del derecho de inspección y vigilancia permanente de la actividad social, en cuanto es ejercida por personas especialmente calificadas facilita un adecuado control, de suerte que esta actividad interesa no sólo a los asociados, sino también a los terceros y a la comunidad en general. En tal sentido, podría afirmarse con propiedad que la revisoría fiscal es una institución de interés público"1. De ahí que tanto esta como la empresa tengan una responsabilidad social inherente a su quehacer permanente, con base en el objeto social para la cual fueron constituidas. 


 1. Responsabilidad social de la empresa 


 El conocido jurisconsulto de gran versatilidad jurídica, doctor Enrique Low Murtra indicaba respeto de las organizaciones sociales en 1983: 




 De otro lado la sociedad civil y la comercial constituye todo un universo de gran importancia en la vida comunitaria. Por lo general, la diferencia entre las asociaciones y las sociedades se encuentra en su finalidad. Aquella tiene objetivos no económicos; son generalmente objetivos culturales, científicos, deportivos, de simple esparcimiento o recreación, educativo, de asistencia social, de investigación, gremiales o de aglutinación de una misma profesión, arte o afición, propósitos altruistas, filantrópicos, de perfeccionamiento moral, aún de defensa de intereses comunes de los asociados. Toda sociedad tiene siempre por objeto la producción, distribución, custodia, administración o explotación de bienes o servicios, vale decir, se trata de una actividad económica organizada. Aquellas, las asociaciones, excluyen el fin de lucro, en el sentido de que los asociados en principio no perciben ganancia apreciable en dinero. Por el contrario toda sociedad requiere como condición de existencia la participación de los socios en las utilidades que obtenga el ente social2. 
 


 Las organizaciones que se conformen indistintamente como comerciales o civiles, o como asociaciones, fundaciones o corporaciones generan acción trascendental enla comunidad, ya sea en la intermediación financiera, la captación de ahorro privado, la comercialización, la producción de bienes y servicios, la producción primaria de la economía como la agricultura, la defensa del medio ambiente o en la dinamización de la economía mediante la creación de nuevos puestos de trabajo; de esta forma contribuye activamente en el mercado laboral, dinamiza la economía y el mercado internacional mediante la importación de nuevos productos o genera divisas mediante la exportación de su productividad. 


 Así cumple una misión social en la redistribución del ingreso nacional con incidencia directa sobre el crecimiento del producto interno bruto (PIB) y la generación de recursos impositivos o el recaudo de los mismos con destino al Gobierno Nacional y Territorial. 


 Toda empresa, independientemente de su ubicación social y patrimonial, lleva consigo un trasfondo ideológico, ético y de responsabilidad social, el cual está ligado al objeto social como razón de ser de la misma, de donde se deriva la importancia de entender claramente qué es o en qué consiste la responsabilidad social de una empresa como ente económico. 


 Responsabilidad connota obligación, y social se refiere a la sociedad, entendida esta como la comunidad con la cual se interactúa directa o indirectamente; ente es todo ser animado o inanimado (objeto) pero que se individualiza en esencia y reconocimiento; la palabra económica define al ente como toda "actividad económica organizada como una unidad, respecto de la cual se predica el control de los recursos. El ente debe ser definido e identificado en forma tal que se distinga de otros entes".3 La anterior definición parece haber sido extractada de los conceptos sobre la entidad contable realizados por Moonitz Maurice en el Estudio de Investigación sobre la Contabilidad No. 1 y que retoma Eldon S. Hendriksen en Teoría de la Contabilidad. 


 La Constitución Política de Colombia ofrece un respaldo del más alto rango en tal sentido en varios de sus artículos. Señalemos el artículo 25, el cual establece el derecho al trabajo como una obligación social que goza de protección del Estado para que se realice en "condiciones dignas y justas". El artículo 26 se refiere al ejercicio de las profesiones con vigilancia de las autoridades y anota que "las ocupaciones, artes y oficios que no exijan formación académica son de libre ejercicio, salvo aquéllas que impliquen un riesgo social". Por lo anterior, y para el desarrollo de las distintas actividades, el artículo 38 garantiza el derecho a la libre asociación para el desarrollo de las mismas que "realizan las personas en sociedad". 


 El código de Comercio, en su artículo 25, determina que "se entenderá por empresa toda actividad económica organizada para la producción, la transformación, circulación, administración o custodia de bienes, o para la prestación de servicios". Indistintamente de su razón de ser u objeto para el cual se constituye, conlleva la conformación de una empresa, su constitución y desarrollo una responsabilidad moral y social para con quienes la crean, interactúan con ella y participan directa o indirectamente en su que hacer. No se puede colegir una empresa legal, sino en función de bienestar, progreso, continuidad en el tiempo y consolidación patrimonial para generar beneficios sociales o/y económicos. 


 Tal responsabilidad social de las empresas tiene su origen legal, para el caso colombiano, en la Constitución Política, cuando en su artículo 333 establece que: 




 La actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los límites del bien común. Para su ejercicio, nadie podrá exigir permisos previos ni requisitos, sin autorización de la ley. 


 La libre competencia económica es un derecho de todos, que supone responsabilidades. 


 La empresa, como base del desarrollo, tiene una función social que implica obligaciones. El Estado fortalecerá las organizaciones solidarias y estimulará el desarrollo empresarial. 


 El Estado, por mandato de la ley, impedirá que se obstruya o se restrinja la libertad económica y evitará o controlará cualquier abuso que personas o empresas hagan de su posición dominante en el mercado nacional. 


 La ley delimitará el alcance de la libertad económica cuando así lo exijan el interés social, el ambiente y el patrimonio cultural de la Nación. 
 


 La responsabilidad social se ejerce mediante un pago correcto y justo de salarios, de tributos, de prevención de lavado de activos, evitando actos inmorales y corruptos como el soborno a las personas vinculadas a la empresa, al Estado, a la sociedad en la cual interactúan y con el correcto aporte impositivo a la seguridad social. La producción, con la calidad esperada por el consumidor, es una gran responsabilidad empresarial que debe identificar al Administrador. Tanto la calidad como su honestidad en la oferta real del contenido del producto, hacen reconocer la decencia administrativa que distingue a las empresas entre sí. Esta es una responsabilidad ética de la administración que debe identificar al empresario. Conjugar el bienestar ofrecido con la demanda esperada, es una forma de ejercer la moralidad pública que se espera de todo empresario, lo cual no siempre es cumplido, especialmente en cuanto a los derechos humanos del menor (vinculación laboral abusiva), de la mujer (subvalorada) y del derecho a un ambiente sano donde se respete el uso de un buen medio ambiental y a la bioética. 


 Un informe dado a conocer recientemente por el Centro de Investigación de Empresas Transnacionales, subordinado al Departamento de Investigación del Ministerio de Comercio de China, revela que al menos 12 empresas transnacionales, al instalarse en el país, "descuidan su Responsabilidad Social Empresarial, incluidos los casos de ‘cocina sucia’ de Häagen-Dazs y contenido transgénico de galletas de Kraft". 


 Algunas han pasado por alto estas políticas al ingresar en China e incluso, según apunta el informe "han hecho cosas contrarias a la idea de responsabilidad social de las empresas transnacionales en otros países y a las normas más elementales de la moralidad". 


 Agrega además el informe, que el personal de unas empresas transnacionales en China "comete sobornos", que otras evaden el pago de impuestos y que otro grupo, aunque reducido, son objeto de sospechas por estar involucradas en casos de monopolio. 


 Hoy además, se reconoce la capacitación del empleado como parte de los valores empresariales que permiten una mejor oferta con calidad. El mismo código de valores no es más que la enumeración de los principios éticos sobre los cuales descansa el desarrollo del objeto social de todo ente económico; pero aquellos no son más que el terreno de las convicciones que se plasman en estilos de vida y de actuación dentro del concepto nacional y de globalización, la demostración de la justicia y equidad en el comportamiento administrativo y societario, empezando por los funcionarios propios, en la forma de vinculación y remuneración. Toda empresa incide directa e indirectamente sobre las personas, el enriquecimiento nacional y el comportamiento social. De ahí la gran responsabilidad solidaria e ilimitada que asignó la Ley Colombiana a los administradores, sin atenuante alguno, cuando no han sido diligentes, en el artículo 24 de la Ley 222 de 1995. 


 Indistintamente del tipo de asociación –Sociedad si persigue ánimo de lucro o asociación si no persigue ánimo de lucro, como el caso de las corporaciones o fundaciones– bien sean de carácter privado o público, tienen responsabilidad por su participación en la comunidad, por lo cual se reconoce la libertad de constitución, pero dentro de la moral y el respeto institucional. El Gobierno tiene la obligación de ejercer sobre ellas una vigilancia para el cumplimiento de los objetivos dentro del marco legal, y la Ley desarrolla una vigilancia, bien sea directamente por autoridades administrativas o mediante la constitución de un órgano de fiscalización y de vigilancia privada que en el país se denomina Revisoría Fiscal, vigente en desarrollo de la Constitución Nacional, mandato que a partir de 1991, se encuentra respaldado en los artículos 334 y 335: 




 Art. 334. La dirección general de la economía estará a cargo del Estado. Este intervendrá por mandato de la ley en la explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para racionalizar la economía con el fin de conseguir el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente sano. 


 El Estado, de manera especial, intervendrá para dar pleno empleo a los recursos humanos y asegurar que todas las personas, en particular las de menores ingresos, tengan acceso efectivo a los bienes y servicios básicos. También para promover la productividad y la competividad y el desarrollo armónico de las regiones. 


 Art. 335. Las actividades financiera, bursátil, aseguradora y cualquier otra relacionada con el manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos de captación a las que se refiere el literal del numeral 19 del artículo 150 son de interés público y sólo pueden ser ejercidas previa autorización del Estado, conforme a la ley, la cual regulará la forma de intervención del Gobierno en estas materias y promoverá la democratización del crédito. 
 


 La responsabilidad social cada vez se reconoce como algo inherente a toda empresa dentro de la lucha contra la corrupción. Por citar algunos ejemplos de cómo cada vez los países le dan más trascendencia: 


 En Colombia, Transparencia Internacional adelanta una gran campaña y existe un Programa Presidencial de Lucha Contra la Corrupción y por la transparencia, a través de la rendición de cuentas públicas. 


 En Venezuela, el Centro de Información para el Desarrollo, CIDES, ha convocado a cursos sobre responsabilidad social empresarial y competitividad sostenible. 


 En Chile, la Fundación Prehumana ha convocado a congresos sobre la responsabilidad social empresarial. 


 En Argentina, el Instituto Argentino de Responsabilidad Social Empresaria, IARSE, adelanta cursos sobre responsabilidad social empresarial en convenio con universidades. 


 En los Estados Unidos, diferentes instituciones son conscientes de la importancia de la responsabilidad social empresarial y propugnan recientemente por relevar la formación ética de los futuros empresarios y administradores; en 2004, la Asociación de Fomento de Escuelas Empresariales Universitarias –organismo internacional que acredita las escuelas de gestión empresarial – expidió “pautas” para integrar la ética y la gobernabilidad en la educación gerencial en el mundo. Dichas pautas se concentran en cuatro áreas: responsabilidad de la empresa en la sociedad, liderazgo ético, ética en la toma de decisiones y gobernabilidad empresarial. 


 2. Responsabilidad social y anticorrupción 


 El comportamiento social, ligado a la ética empresarial mediante los valores morales individuales y grupales –con códigos de buen gobierno corporativos explícitos o sin ellos–, está íntimamente ligado al proceso anticorrupción. Se genera tal reconocimiento en el sector público, pero este actúa en función del sector privado. ¿Podría existir corrupción administrativa pública sin el concurso del sector privado? 


 Tan responsable son los funcionarios del sector público que se prestan para la realización de actos que repugnan al ciudadano honesto, cumplidor de sus deberes para con el Estado, como responsable es el administrador no gubernamental que procura favores indebidos de los empleados estatales o pretende engañar con declaraciones fraudulentas su deber en la equidad impositiva. La empresa privada es parte activa en la lucha contra la corrupción, no ofreciendo dádivas indebidas y no solicitando ventajas competitivas indelicadas en los procesos licitatorios. 


 En Colombia, el Estatuto Anticorrupción (Ley 190 de 1995), entiende al Revisor Fiscal como un aliado más en la lucha contra el flagelo de la corrupción, previendo la connivencia entre funcionarios del Estado y del sector privado; por lo cual, en su artículo 80, le estableció nuevas funciones en relación con la contratación administrativa: 




 Los revisores Fiscales de las personas jurídicas que sean contratistas del Estado colombiano, ejercerán las siguientes funciones, sin perjuicio de las demás que les señalen las leyes o los estatutos: 
 



	 Velar para que en la obtención o adjudicación de contratos por parte del Estado, las personas jurídicas objeto de su fiscalización, no efectúen pagos, desembolsos o retribuciones de ningún tipo a favor de funcionarios estatales. 

	 Velar porque en los estados financieros de las personas jurídicas fiscalizadas, se reflejen fidedignamente los ingresos y costos del respectivo contrato. 

	 Colaborar con los funcionarios estatales que ejerzan funciones de interventoría, control o auditoría de los contratos celebrados, entregándoles los informes que sean pertinentes o los que le sean solicitados. 

	 Las demás que les señalen las disposiciones legales sobre la materia. 
 


 A nivel internacional, ya en 1999 la XI Conferencia Internacional Anticorrupción celebrada en Durbán, Sudáfrica, con la asistencia de más de cien (100) países, unía esfuerzos en una declaración final que involucraba al sector privado para el logro de sus objetivos. Refiriéndose a la integridad del sector privado se comprometía a desarrollar normas empresariales que promovieran la integridad y a equipar al sector privado con los instrumentos necesarios para poder demostrar, en forma independiente y verificable, los compromisos respecto “de la integridad de sus prácticas empresariales”. Refiriéndose a la ética de la sociedad concluía: “Como una exitosa campaña contra la corrupción exige la plena participación de todos los sectores de la sociedad, incluida la más importante que es la sociedad civil, y con ella, la comunidad empresarial, trabajaremos para elevar las normas de conducta ética dentro de la comunidad de ONGs, en el sector privado y en todos los servicios públicos y en nuestras sociedades”. 


 Lo lamentable es que todos perciben la corrupción, sus consecuencias, su responsabilidad pero las acciones son apenas paliativos. La inversión de valores es ahora reconocida y por muchos aceptada como normal; buen estudio al respecto es el ofrecido por Napoleón Saltos Galarza en su libro Ética y Corrupción, Estudio de Casos, de obligatoria lectura para los interesados en estos temas latentes. Lo más lastimoso es que esos valores tan preciados otrora, hoy tengan que buscar su restauración por intermedio de normas legales y amenazas sancionatorias. 


 Otro error se puede concebir como aquel en el que el Estado se propone combatir la corrupción con sus propios funcionarios sin involucrar el sector privado en pleno a través de sus agremiaciones, los notarios y los contadores públicos que examinan estados financieros y fiscalizan los actos administrativos; de esta forma queda el cincuenta por ciento (50%) de los responsables en esta lucha por fuera de compromisos serios. Solamente la unión de Estado-Sociedad Civil facilitan una acción real dentro del proceso detectivo, correctivo y preventivo. Así lo deja entrever el Libro Verde de Europa en sus compromisos contra la corrupción, mediante la responsabilidad social de las empresas en la rendición de cuentas que le compete y de la sociedad civil en general. 


 La fiscalización estatal y privada, ejercida con la debida responsabilidad, es el mejor antídoto contra la corrupción. No es admisible, como lo promueven algunos autores, que se debe analizar el nivel de riesgo aceptable en corrupción, porque equivale a apuntalar determinados niveles de violación voluntaria de la ética y la aceptación tácita de la jerarquización en la corrupción, lo cual en el fondo es aceptarla, y por tanto su responsabilidad y gravedad puede ser graduable dependiendo de los montos, las personas o las empresas. Es tanto como aceptar que la justicia puede tener grados de aplicación dependiendo de su conveniencia o de a quien se le aplique. 


 El último informe de Transparencia Internacional sobre la corrupción global en el 2009, indica, entre otros reconocimientos, que: 




 La corrupción y el sector privado (IGC) muestra de qué manera las prácticas de corrupción se convierten en una fuerza destructiva que debilita la competencia leal, retarda el crecimiento económico y, en definitiva, atenta contra la existencia misma de las empresas. Tan sólo en los últimos dos años, las empresas han pagado multas por miles de millones de dólares debido a prácticas corruptas. El costo de la corrupción incluye además el debilitamiento de la moral del personal y la pérdida de confianza de los clientes y posibles socios comerciales…; numerosos casos de gerentes, accionistas mayoritarios y otros actores de sociedades comerciales que abusan de su poder para beneficio propio, perjudicando así a propietarios, inversionistas, empleados y a la sociedad en general. Tan sólo en los países en vías de desarrollo y en transición, las compañías que actúan en colusión con políticos y funcionarios corruptos habrían pagado sobornos por un total de hasta US$ 40.000 millones por año, según el IGC. 


 El Informe también señala que la mitad de los ejecutivos de empresas internacionales encuestados estimaron que la corrupción elevaba al menos un 10% el costo de los proyectos. En definitiva, son los ciudadanos quienes pagan el costo: los casi 300 carteles privados internacionales descubiertos entre 1990 y 2005 aplicaron a sus consumidores sobreprecios por US$ 300.000 millones4. 
 


 3. Contaduría pública, transparencia y corrupción 


 La paradójica concepción del control y la corrupción como términos yuxtapuestos –bien en la empresa privada o pública–, obliga a reflexionar que, ante todo, son términos antagónicos en su esencia y en su razón de ser. Esta oposición los convierte en mortales enemigos puesto que el primero es ejercido, con la majestad que lo caracteriza, en bien de la comunidad y de quienes confían en su impertérrito juicio para detener el segundo y buscar su aniquilamiento. 


 Al identificar el término corrupción, obligatoriamente también afloran a la mente los términos tan conocidos de ética, valores, control, castigo, transparencia, honradez, honestidad, Estado, Gobierno, soborno, cohecho y peculado, entre otros, con los cuales podríamos conformar un dodecálogo para hablar de control y de corrupción, que de alguna manera se entrelazan y harán parte de nuestra exposición. 


 ¿Cuál es nuestro aporte como Contadores Públicos, como Revisores Fiscales en la lucha contra la corrupción pública? 


 ¿Cuál es nuestro compromiso por la transparencia pública y privada, si somos los únicos profesionales con capacidad legal de fedatarios públicos sobre información financiera para la comunidad y el Estado? 


 Es de obligatoria remembranza identificar en qué forma se deben entender algunos de los términos mencionados antes, para lo cual será necesario el apoyo de definiciones preconcebidas y tratadas con enriquecida literatura filosófica y jurídica por eruditos en la materia. 


 La palabra corrupción la identifica el diccionario de Sociología de Kart y Leinz Hullmann, traído a colación por el Diccionario Jurídico Colombiano de los hermanos Bohórquez Botero, como el: "Tipo de conducta que viola los valores reconocidos, los principios morales básicos, las normas sociales, las leyes y los deberes propios de un cargo por la pretensión de obtener ventajas personales en perjuicio de la comunidad. Por consiguiente, se abre en la corrupción un abismo entre la orientación de las ganancias en beneficio de la persona privada (cálculo de ganancias racional-individual) y la orientación al bien público. La corrupción es un intercambio de servicios, ventajoso para los que participan del mismo, que se efectúa de forma voluntaria y secreta con tolerancia de las normas oficiales, y en el que por lo menos uno de los participantes abusa de su posición de poder o de confianza"5. 


 La corrupción no es un fenómeno nuevo, mas la expansión de una visión fundamentalista de la economía de mercado la ha globalizado y generalizado, olvidándose que, como nos lo recuerda el teólogo y filósofo alemán Hans Küng, "la globalización tiende en principio únicamente a una civilización técnica que trata de ser una civilización mundial, pero que en sí misma ni forma una comunidad ni tiene alma"6. 


 Entronizada con mayor fuerza desde la década del noventa, cuando a regañadientes gobernantes y gobernados a nivel mundial empezaron a comprender el avasallador empuje de esa hidra que es la ambición y el deseo del enriquecimiento fácil que llevaba a la postración de los países, al incremento de la pobreza y al vejamen de los valores con tanto ahínco sembrados en la conciencia humana por nuestros padres y abuelos. Por ello entendemos que solamente en 1996 se constituya la Convención Interamericana contra la Corrupción suscrita por países de América que pertenecen a la Organización de los Estados Americanos –OEA– y ratificada por Colombia en 1997 mediante la Ley 412. Convención que entre otras cosas, no es lo suficientemente enérgica como se esperaría. 


 Se habla en la Convención del soborno transnacional hacia los funcionarios públicos, pero ¿acaso los porcentajes de deducciones tributarias que tienen algunos países, sin explicación alguna, sobre contratos suscritos en el exterior, no son otra forma de apoyar el soborno transfronterizo? Cuando ya estos males afectan no solo a los países en vía de desarrollo sino que empiezan a horadar la economía de los países desarrollados y envuelven a las grandes empresas transnacionales, entienden que se debe hacer algo mundialmente, porque se reconoce que la corrupción es una enfermedad que bien podríamos asimilar al cáncer económico; entonces proponen, como sucedió en 1997, la creación de una Convención Mundial contra el soborno, para combatir el soborno de funcionarios públicos extranjeros en transacciones comerciales internacionales, ya reconocido como otra forma de la corrupción. Esta convención es signada por 34 países que intervienen en operaciones o negocios internacionales, con vigencia a partir del 15 de febrero de 1999, en la búsqueda de que sea catalogado como crimen el soborno a funcionarios de los países pequeños por las transnacionales. 


 Pero tal situación, como bien lo reconoce el estudio dirigido por Napoleón Saltos Galarza, es la punta del iceberg, y nos recuerda que de acuerdo a un estudio del Banco Mundial "el total de sumas distribuidas como «pagos por debajo» o «sobornos» son de 80 billones de dólares"7. Precisamente esta Convención busca combatir las famosas deducciones tributarias, procurando que se incluya como "uno de los elementos esenciales la eliminación de los pagos de sobornos como deducibles de impuestos, 'facilidad' que muchos grandes países ofrecen a sus empresarios connacionales en los negocios con otros países". 


 Posteriormente, el 31 de octubre de 2003, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprueba también la Convención contra la Corrupción. 


 La doble moral de muchas empresas, empresarios, políticos y Gobiernos de los mismos países signatarios, son aliciente permanente para la corrupción mediante el soborno. En el estudio dirigido por el ya mencionado Saltos Galarza se lee textualmente: 




 Una de las más importantes prácticas sobre las que debe tomarse especial atención es aquella que se refiere a la entrega de valores a futuro, cantidades que se ofrecen a políticos para que en el ejercicio del poder paguen estas donaciones. Cabe recordar que la Convención, en su artículo XVII, 'Naturaleza del acto', se refiere expresamente al destino que se dé a bienes obtenidos o derivados de un acto de corrupción para fines políticos y actos de corrupción cometidos por motivaciones o con finalidades políticas… 


 La Convención Interamericana se refiere únicamente a los funcionarios públicos de los Estados extranjeros. Sin embargo, creemos de fundamental importancia considerar también el caso de soborno de un funcionario internacional, es decir, un funcionario al servicio de una organización internacional interestatal (por ejemplo, la Organización de los Estados Americanos, o el Fondo Monetario Internacional, o el Banco Mundial, etc.), ya sea que tenga su sede dentro de su territorio o fuera de él. 


 Habíamos señalado que la motivación esencial es el control de la competencia, dentro de 'lo tolerable'. Es así como la Convención Mundial de la OCDE solo se preocupa de los sobornos efectuados para la obtención de los negocios internacionales, pero no se preocupa del conocido 'aceite' que 'facilita' los trámites o induce a 'agilidad' de los funcionarios. 


 Es semejante el criterio de la legislación de los Estados Unidos de América antes citada, la cual también excluye de la tipificación de soborno transnacional a los pequeños pagos o favores otorgados a un funcionario público extranjero cuando estén destinados únicamente a facilitar o acelerar trámites siempre que no estén destinados a influir en el contenido de la decisión que se persigue8. 
 


 Colombia se ha mantenido, al menos, en el mismo lugar de clasificación internacional que ha establecido Transparencia Internacional sobre los índices de corrupción, cuyo análisis sobre los difíciles esfuerzos que viene haciendo el Gobierno deben ser objetivos y sin sesgos subjetivistas de fácil enarbolamiento desde los escritorios, pero de difícil realización en la realidad. 


 La Corte Constitucional se ha pronunciado sobre el delito de la corrupción, amparando la Convención antes anotada con base en los artículos 34, 58 y 83 de la Constitución Política, especialmente en lo tocante con el enriquecimiento ilícito. Ya en 1971, el Código de Comercio para quienes ejercen la actividad mercantil incorporó en el artículo 831 el enriquecimiento sin justa causa, al señalar que nadie podrá enriquecerse sin justa causa a expensas de otro, en el entendido que exista un detrimento de un patrimonio sin razón jurídica válida, con perjuicio en ello para uno de los participantes. 


 La Corporación Transparencia por Colombia ha venido liderando el compromiso de lucha contra la corrupción tanto en el sector público como en el privado, con una acción directa comprometedora de las Pequeñas y Medianas Empresas con el objetivo de generar mejores prácticas en la prevención de la corrupción, especialmente con su programa “Rumbo Pymes –+Íntegras y Transparentes–”. 


 4. El aporte de la universidad 


 En este aspecto también cabría culpa a la Universidad, como alma máter, si en su educación no enfatiza permanentemente a los futuros profesionales sobre el deber de su aporte a la lucha contra la corrupción. Tres preguntas ameritan la reflexión sobre este deber: 


 ¿Cuál ha sido y es el aporte de la Universidad en la lucha contra la corrupción o la acción directa por la transparencia que se traduzca en realidades? 


 ¿Cuál ha sido el compromiso del docente universitario que lleve aporte real en la formación de los profesionales que dirigirán a su país? 


 ¿Acaso ha sido la Universidad pública un expectante más, indiferente, en el compromiso contra la corrupción y el mejoramiento del control, cuando sus recursos hacen parte del presupuesto nacional? 


 Se podría afirmar que la Universidad y sus docentes hemos puesto algún grano de arena en la construcción del edificio indestructible de los valores que son necesarios levantar por la moral y la justicia social, pero no el suficiente como para sentirnos satisfechos. Quienes tienen el gran compromiso en la dirección y formación universitaria de los Contadores pueden aportarle mucho a los países con una acción motivante para que aquellos se conviertan en adalides ejemplares en la lucha contra la corrupción, en investigaciones, propongan fórmulas para que la ciudadanía exija cumplir a los funcionarios públicos, se conviertan en los custodios y analistas incólumes de la rendición pública de cuentas y hagan parte de las diferentes veedurías ciudadanas. 


 Las universidades siempre deberán ser ejemplo de claridad, transparencia e identidad moral, pues tienen mucho que dar a su Nación y a los Contadores. Son las llamadas a constituirse en el faro que irradia la luz que esperamos todos los ciudadanos, para que cada día los menos favorecidos de la fortuna miren con sincera esperanza el aporte que de su capacidad y honradez enaltecedora ofrecen a través de la exigente labor de la información, del control interno, de la fiscalización y de la auditoría. 


 Quizá parezca una utopía, pero es precisamente la Universidad la llamada a investigar y proponer los resultados de todo lo que constituya beneficio social; por ello se las conoce como el alma máter de la educación formativa, de manera integral. 


 Hasta ahora el aporte no es reconocido, lo cual significa que falta acción. Dos hechos notorios: El primero es en Colombia, con la Cátedra de Transparencia encausada hacia la ética del estudiante para el ejercicio del mañana. Este ya es un buen paso, pero no lo es todo. ¿Cuántas Universidades participan de ella? Hasta el año 2007, en Bogotá solamente siete y en el resto del país cuatro. Existen algunos estudios aislados sobre corrupción, pero no se le reconoce a la Universidad como la abanderada para apoyar a fondo el proceso contra esta práctica. No esperemos a que sean consultores del exterior, que en buena hora apoyan el ejercicio del control, quienes entren a reemplazar la apatía de la Universidad en este proceso. No; es una obligación de la Universidad y más si es pública liderar este proceso, y los docentes son una invaluable ayuda en esta concientización. 


 El último informe de Transparencia por Colombia sobre lo actuado en la última década hasta 2009, aporta los siguientes datos: “la Cátedra Transparencia por Colombia, programa de formación en valores para jóvenes involucró a más de 10.000 estudiantes de 19 universidades en 5 ciudades del país”9. Conforme a la web de universidades en Colombia, existen 274 Instituciones de Educación Superior10; es decir que solamente el 6% de las universidades han adelantado la cátedra citada. 


 El segundo hecho es en España: en octubre de 2006 se esperaba la celebración, en la Universidad Politécnica de Madrid, del segundo congreso sobre la corrupción. Llama poderosamente la atención los términos con los cuales se invitaba a los rectores a participar en él, lo cual nos ayuda a comprender una cruda realidad universitaria: 




 En septiembre de 2002 se reunía en Madrid, por primera vez en la historia de las universidades españolas, un nutrido grupo de profesores para tratar el tema de la corrupción en la universidad pública. Lo doloroso de los temas tratados, lo escandaloso de los casos puestos al descubierto y las revelaciones sobre procedimientos judiciales relacionados con la corrupción universitaria superaron de largo las expectativas de la organización. 


 A pesar de todo ello, ningún rector de ninguna universidad pública española solicitó las actas del congreso. Sí lo hizo el Ministerio de Educación. Algunos de los organizadores, participantes y simpatizantes habían sido presionados para que no asistieran o no dieran apoyo a este nuevo foro de discusión. La valentía de determinadas personas que ocupaban ciertos cargos permitió que el congreso se celebrase, mientras que las indicaciones de otras autoridades se encaminaban a que la sala física donde tendría lugar fuera cerrada. 


 Los organizadores del II CONGRESO SOBRE LA CORRUPCIÓN Y EL ACOSO EN LA UNIVERSIDAD ESPAÑOLA hacemos una llamada a participar en el Congreso a profesores, investigadores y personas interesadas en acabar con la corrupción en la universidad y, de manera especial, a los rectores de las universidades11. 
 


 1 Martínez Neira Néstor Humberto. Cátedra de Derecho Bancario Colombiano. Exposición de motivos sobre la Ley 45 de 1990, p. 346.  


 2 Cámara de Comercio de Bogotá. Sociedades Comerciales, ponencias del primer Simposio Nacional sobre Sociedades. Bogotá, 1983, p. 17.  


 3 Decreto 2649 de 1993, artículo 6. Ente económico.  


 4 Transparencia Internacional. Resumen Ejecutivo. Informe Global de la corrupción 2009. www.diarioresponsable.com/component/idoblog/9626-transparencia-internacional-nforme-global-de-lacorrupcion-2009.  


 5 Bohórquez Botero, Luis Fernando y Luis Jorge. Diccionario Jurídico Colombiano, 2003, p.. 535.  


 6 Küng Hans. ¿Por qué una ética mundial? Barcelona, 2002, p. 179.  


 7 Saltos Galarza Napoleón. Informe final del Proyecto Ética y Corrupción, estudio de casos. Auspiciado por el Banco Mundial. Cuenca, Ecuador, 1999.  


 8 Saltos Galarza, Napoleón. Informe final del Proyecto Ética y Corrupción, estudio de casos. Auspiciado por el Banco Mundial. Cuenca, Ecuador, 1999, p.. 432.  


 9 www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_col_sc_anexo2.pdf  


 10 www.universidadescolombia.com/listadodeuniversidades.php  


 11 http://www2.uah.es/vivatacademia/congreso.htm  




 

 

 Capítulo 2 

Importancia de la Revisoría Fiscal 
 

 

 Este capítulo busca aportar respuestas a preguntas constantes sobre: 
 

 
	 ¿Bajo qué aspectos podemos clasificar la importancia de la Revisoría Fiscal? 
 
	 ¿Cuál es su importancia para los dueños de una empresa? 
 
	 ¿En qué consiste el Derecho de Inspección? 
 
	 ¿Cuál es la importancia de la Revisoría Fiscal para el Estado? 
 
	 ¿De qué manera se mide el trabajo y desempeño del Revisor Fiscal? 
 
	 ¿Cuál es la importancia de la Revisoría Fiscal para la sociedad? 
 
	 ¿Cómo se puede entender el concepto de lo público? 
 
 
 

 En el año 2000, una encuesta efectuada por la Cámara de Comercio de Bogotá entre sociedades obligadas a tener Revisor Fiscal, con motivo de la discusión del proyecto de Ley que sobre la Revisoría Fiscal se daba en el Congreso de la República (S229/2000, C009/99), se concluyó que un 72% la consideraba importante aunque no compartían la forma en que era ejercida por la mayoría de los Revisores Fiscales. 
 

 Emulando a lo planteado por Luiz Fernando Coelho da Rocha, al referirse a los aportes sobre la doctrina científica del neopatrimonialismo contable, teoría expuesta por el profesor Luis Lopes de Sá, en el caso de la Revisoría Fiscal podríamos decir que la prosperidad del control y la fiscalización en la célula social tiene como axioma la eficacia y la elasticidad patrimoniales constantes sobre las cuales su actuar impliquen un apoyo a la prosperidad de las células sociales. Por tanto, también es posible concluir que si la doctrina contable tiene por objetivo ofrecer modelos de eficacia, como lo señala dicho autor agregando que es ella la que puede enseñar la promoción, la satisfacción y el bienestar de las sociedades, es decir las naciones, también se puede señalar dentro de esta nueva teoría, que es incuestionable la necesidad de la fiscalización permanente sobre las actuaciones administrativas con función de empoderamiento y asegurabilidad del logro del bienestar de esas sociedades (naciones). 
 

 Importancia de la Revisoría Fiscal 
 

 La razón de ser de su importancia podemos clasificarla bajo tres aspectos: 
 

 
	 Para los dueños de la empresa 
 
	 Para el Estado 
 
	 Para la sociedad en general 
 
 

 1. Importancia para los dueños de la empresa 
 

 La importancia derivada de la función fiscalizadora, que en nombre de los dueños o propietarios cumple el Revisor Fiscal frente a la administración en defensa de sus intereses y de la seguridad que les ofrece con su revisión constante sobre los informes a las autoridades de inspección, vigilancia o control (Superintendencias) y muy especialmente frente a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), son garantía de que la contabilidad, los informes que se derivan de ella y las declaraciones están correctamente preparadas, y de que no habrá problemas con dichos organismos; involucran como primer aspecto una incidencia con repercusiones claramente definidas en el campo social por el interés público que de él se deriva. 
 

 También deriva su importancia de la responsabilidad que de su ejercicio se concluye. Responsabilidad es la “situación jurídica de quien debe asumir las consecuencias que puedan tener ocurrencia por sus propias actividades o por el de las personas o cosas sujetas a su cuidado”12. 
 

 De ahí que la misma Ley (222/95) garantice el derecho de inspección a los socios, incluyendo para tal fin al Revisor Fiscal quien debe pronunciarse en caso de que dicho derecho les sea vulnerado. 
 

 Para los socios mayoritarios es una garantía por la seguridad de que su inversión está bien manejada conforme a la Ley y a su voluntad, reflejada en los Estatutos y decisiones tomadas en las asambleas; además, será un apoyo permanente en la previsión de la violación legal por parte de los administradores (voluntaria o involuntariamente), instruyendo de tales riesgos mediante la concomitancia de su verificación, en relación con los actos y decisiones administrativas. Tales instrucciones, que son recomendaciones, si bien no son obligatorias en su aceptación, sí obedecen al conocimiento y experiencia autorizada, lo cual se traduce en la práctica, por lo general en acatamiento y corrección de las deficiencias que se les advierten con la mejor voluntad. 
 

 Para los socios minoritarios es la seguridad de que no se violarán sus derechos en la distribución de las utilidades que les correspondan, así como al derecho de inspección que por expreso mandato de la Ley pueden ejercerlo conforme a ésta y a los estatutos. La Ley 222 de 1995 ratifica este derecho al determinar en su artículo 48: 
 

 

 Derecho de Inspección. Los socios podrán ejercer el derecho de inspección sobre los libros y papeles de la sociedad, en los términos establecidos en la ley, en las oficinas de la administración que funcionen en el domicilio principal de la sociedad. En ningún caso, este derecho se extenderá a los documentos que versen sobre secretos industriales o cuando se trate de datos que de ser divulgados, puedan ser utilizados en detrimento de la sociedad. 
 

 Las controversias que se susciten en relación con el derecho de inspección serán resueltas por la entidad que ejerza la inspección, vigilancia o control. En caso de que la autoridad considere que hay lugar al suministro de información, impartirá la orden respectiva. 
 
 

 

 Los administradores que impidieren el ejercicio del derecho de inspección o el Revisor Fiscal que conociendo de aquel incumplimiento se abstuviere de denunciarlo oportunamente, incurrirán en causal de remoción. La medida deberá hacerse efectiva por la persona u órgano competente para ello o, en subsidio, por la entidad gubernamental que ejerza la inspección, vigilancia o control del ente. 
 
 

 Como puede observarse, la norma defiende la reserva del secreto industrial, tanto frente a los socios como al mismo Revisor Fiscal, para evitar una posible competencia desleal y el mal uso que pudiera hacerse de cualquier información obtenida de la empresa en su contra. Frente a tal medida preventiva, también el Revisor Fiscal debe estar atento para denunciar oportunamente ante la administración, ante la asamblea de socios o ante los organismos de vigilancia, si fuere el caso, su violación en contra de los intereses del ente económico. De ahí que el artículo 23, respecto de los deberes de los administradores, les señala expresamente a estos en el numeral 4º la obligación de "guardar y proteger la reserva comercial e industrial de la sociedad". 
 

 Connatural a la Revisoría Fiscal es su integralidad, permanencia y cobertura total, lo cual en la práctica significa concomitancia con el desarrollo del objeto social del ente económico donde se ejerza; esto es, su desarrollo constante dentro de la empresa en la cual se realiza, sin cerrarse al mundo circundante que incide directa e indirectamente en la ejecución del objeto social. La oportunidad es crucial para cumplir su cometido, pues mientras los administradores deben cumplir el objeto social tomando decisiones y realizando las actividades necesarias, la Revisoría Fiscal coadyuva al cumplimiento de dicho objeto social evaluando, fiscalizando que las actividades desarrolladas en cumplimiento del mismo estén acordes con su definición, recomendando lo que considere pertinente para su debido cumplimiento, previendo que dichas actividades realizadas por los Administradores se ajusten en un todo a él, pudiendo impartir, en el buen sentido, las instrucciones necesarias para ello13. 
 

 Como se verá más adelante, tal responsabilidad no justifica en ningún momento la posibilidad de coadministrar, pues el querer de la Ley es fundamentalmente la fiscalización de los actos de los administradores sobre el cumplimiento de la normatividad y al deseo de sus propietarios a quienes representa en el juzgamiento del apego al objeto social por el cual se creó la sociedad. Para tal efecto puede ejercer el control en sus diferentes etapas: previa, perceptiva y posterior pero obedeciendo a una adecuada planeación de su labor en forma autónoma, consecuente con su autoorganización, pues solamente debe informes a la Asamblea, siendo completamente independiente de quienes administran la sociedad. 
 

 La trascendencia para los propietarios de las empresas inicia por el mismo objeto social de esta. Ya en 1962 el reconocido jurisconsulto José Gabino Pinzón, refiriéndose a la vigilancia de la ejecución del Contrato Social en las Sociedades Anónimas, en cuanto a los Revisores Fiscales exponía: "El examen periódico de las cuentas en sus propios libros no es suficiente como garantía completa de los derechos de los accionistas. Hace falta una vigilancia permanente de la actividad social, no solamente para que se cercioren de que el contrato social se cumple normalmente sino para que ellos mismos, desde el seno de la Asamblea general, colaboren en su cumplimiento. Pero en una forma de asociación abierta a la vinculación de numerosos accionistas no es posible que esa vigilancia sea ejercida directamente por los asociados, pues con ello se haría muy difícil el orden interno de la vida social. Por eso se ha generalizado en el derecho comercial el sistema de una vigilancia ejercida por funcionarios designados por los accionistas mismos, que, como personeros o sus voceros, velen por el cumplimiento del contrato social. Estos son los que en la legislación del país se llaman los Revisores Fiscales y que han sido previstos en la ley desde antes de ser impuestos en la ley como obligatorios para las sociedades anónimas"14. 
 

 2. Importancia para el Estado 
 

 La Revisoría Fiscal es concomitante con los hechos económicos y su fuerza se funda en la fiscalización, el control permanente y la capacidad legal para dictaminar con fuerza de fe pública sobre los Estados financieros, dando oportuna cuenta de las irregularidades que pudieren cometerse, para garantizar el buen hacer y manejo de los bienes sociales de la empresa cuya fiscalización se le ha encomendado. Bien lo ha sostenido la Corte Constitucional: "La Revisoría Fiscal representa también un sello de garantía de la gestión eficiente y transparente del administrador; además participa en la protección y estabilidad del sistema económico y en la generación de confianza en el manejo de los recursos provenientes del ahorro privado"15. 
 

 Nada más oportuno comentar que la relación de la Contaduría Pública y el Estado en la concepción de funciones públicas se ve suficientemente reflejada en la Revisoría Fiscal mediante la evaluación de la información contable, con todas sus implicaciones de objetivos, cualidades y revelaciones; en la fe pública por delegación del Estado, que presupone el apego a la veracidad de los actos o hechos que se dictaminan y declaraciones que se certifiquen mediante el juicio profesional, crítico-constructivo y proactivo; en la fiscalización de los actos de los administradores sobre el cumplimiento de las disposiciones legales, estatutarias y decisiones de la Asamblea en relación con el cumplimiento del objeto social del ente económico, que en últimas es lo que importa a quienes decidieron constituir la sociedad. 
 

 En tal sentido, también se pronunció la Corte Constitucional al resolver una demanda contra el artículo 2 de la Ley 510 de 1999, en lo referente a los Revisores Fiscales. Expresa sobre la Revisoría Fiscal que: "Esta institución constituye además el medio para ejercer la función pública de inspección y vigilancia de la actividad económica a cargo del Estado y, en este caso particular, de las sociedades del sector financiero. En nombre del Estado, el Revisor Fiscal tiene el encargo de velar por el cumplimiento de las leyes y de los estatutos de las empresas. Su actividad gira esencialmente en torno a los dictámenes sobre los estados financieros de las empresas y el resultado de las operaciones en cada período. Para el cumplimiento eficiente de las funciones a su cargo está facultado para solicitar y obtener todos los actos, libros, documentos y valores de las empresas, cuya información debe estar a su alcance, circunstancia que le exige, a la vez que le permite, estar al tanto de la actividad empresarial"16. 
 

 Es fácil concluir, entonces, que para el Revisor Fiscal no existe en materia de fiscalización nada vedado, excepto el secreto industrial; y que por el contrario, obliga a los Administradores a "velar porque se le facilite la adecuada realización de sus funciones"17. Además, el Estado ampara su debido ejercicio frente a la Administración y a la misma empresa. 
 

 La fuente de la cual se alimenta el ejercicio de la Revisoría Fiscal es la confianza pública. De ella emana toda credibilidad y aceptación incuestionable en sus informes. De la confianza pública y sus implicaciones se derivan todas las actuaciones, funciones y realizaciones que dignifican al Contador público responsable, cuando la ejerce con probidad. Este principio está íntimamente ligado con la responsabilidad social implícita que conlleva; es decir, cuando la presencia ética es un constante paradigma en su actuar. 
 

 El Revisor Fiscal es y debe ser ante todo un ejecutivo eficaz que plasma su actuar en documentos confidenciales amparados con reserva profesional exigente, además del código de ética y el Código de Comercio, solamente revelados por mandato legal o por acuerdo previo con el cliente18 en sus debidas oportunidades; este actuar se hace público cuando dictamina o emite juicio profesional, dictamen que es entregado a la Cámara de Comercio para que quien lo desee pueda tener copia del mismo. Es tal el grado de credibilidad que de él se recibe, que la misma Ley lo considera un ejecutivo de especial confianza; de ahí que cuando su vinculación se da mediante acuerdo laboral (sin que mengüe su independencia como se demostrará más adelante), se mantiene su libre remoción y no le es posible ejercer la acción de reintegro, como equivocadamente se pretendía antes de la expedición de la Ley 222 de 1995, la cual en su artículo 232 preceptuó: "Improcedencia de la acción de reintegro. En el evento de despido o remoción de administradores y Revisor Fiscal no procederá la acción de reintegro consagrada en la legislación laboral". 
 

 Su trabajo es intelectual, y como tal no se mide cuantitativamente ni por su costo. Este ejecutivo debe poseer el criterio necesario para trabajar sobre lo realmente fundamental, o sea sobre contribución, medios y resultados, y por tanto tiene la obligación de ser eficiente; basa y descansa su trabajo y sus conclusiones sobre la verdad que debe descartar toda posibilidad de duda o de cuestionamiento; su juicio debe ser un trasunto del recto obrar. Como trabajador cerebral le es aplicable lo expuesto por Peter Drucker cuando afirma, refiriéndose al ejecutivo eficaz, que "el trabajo cerebral es efectivo cuando se aplica a lo verdadero y no puede ser medido según las normas vigentes para el trabajo manual. El trabajador cerebral no puede ser supervisado de cerca, ni minuciosamente. Sólo cabe ayudarlo. Pero debe autodirigirse y encaminarse por sí mismo hacia la ejecución y la contribución, es decir, hacia la efectividad"19. 
 

 Debe tener la suficiente entereza para innovar en sus funciones procedimientos y técnicas que no lo apeguen a reglas tradicionales que lo releguen en el ostracismo inconveniente. No es solamente ejerciendo una auditoría financiera como se hace la Revisoría Fiscal; es fiscalizando de manera perceptiva, trabajando sobre causas reales y potenciales para aportar oportunamente a la defensa del patrimonio económico, social y moral del ente como se espera que actúe; no sobre efectos y resultados (auditoría) con cuyo análisis se puede tal vez aportar al futuro, pero no al presente. Tal seguridad, como lo han comprobado los usuarios de esta institución, es la que ha hecho que cada día el Estado le encargue más funciones a nombre de la comunidad en general. 
 

 Toda empresa es sui generis; por tanto, cada Revisoría Fiscal también es sui generis, sin moldeamientos o encasillamientos en formatos congelados por la costumbre y la técnica que obnubilan el pensamiento y que encierran en inmutables cuestionarios de evaluación a posteriori. 
 

 Cuando la Revisoría Fiscal es ejercida en entidades públicas como las Empresas Sociales del Estado o las Sociedades de Economía Mixta y las Empresas Industriales y Comerciales del Estado, su cuidado debe ser aún mayor, debido a la gran cantidad de normas que en materia pública deben cumplir los administradores, por ejemplo, las relacionadas con la Ley de presupuesto público y a las regalías, donde las hubiere a favor o a cargo. 
 

 La Ley 527 de 1999 sobre comercio electrónico le indica que debe estar atento al avance tecnológico, porque es su función examinar, verificar y evaluar, incluyendo el léxico informativo más apropiado, acoplándose en lo pertinente al que se utilice en las sociedades y aportando al futuro empresarial. Igualmente, en lo referente a los tratados internacionales, las reciprocidades o exenciones que contemplan lo obligan a ser más responsable en su diligencia por el oportuno conocimiento y verificación de que aquellos acuerdos transnacionales, una vez surtidos todos los requisitos constitucionales para su vigencia, se cumplan; a su vez, debe tener en cuenta la prevalencia de los tratados internacionales frente al derecho interno o nacional, siempre y cuando no vulneren la constitución nacional, como bien lo ha ratificado la Corte en diferentes jurisprudencias. Como dichos tratados, convenios o acuerdos son de obligatorio cumplimento, el Revisor debe velar por su acatamiento. Así sucede en el caso de la Propiedad Intelectual (P. I.), pues Colombia suscribió los tratados sobre Internet en 1996 y los ratificó en el 2000. La ley 545 de 1999 aprobó el tratado sobre Interpretación o Ejecución de Fonogramas (TIEF), y la Ley 565 de 2000 aprobó el tratado sobre Derechos de Autor (TDA)20. 
 

 Así es como el Estado y la comunidad conciben a la Revisoría Fiscal y le reconocen su importancia, su credibilidad y confianza. 
 

 El Consejo Técnico de la Contaduría Pública de Colombia, como órgano de dirección de la profesión, en su pronunciamiento número tres (3) sobre Ética Profesional, y refiriéndose al compromiso y la responsabilidad de la Ciencia Contable –de donde inicia su aporte el Revisor–, ayuda a entender la importancia del Contador público-Revisor Fiscal, en función de su responsabilidad social, al recordar que de dicha ciencia tiene como tal la de: "… Inducir, fomentar y ser fuente de credibilidad y confianza, de usuarios y terceros en sus funciones de medir, representar, interpretar, informar y comunicar sobre el quehacer económico, utilizando como medios, lo adecuado y riguroso de sus procedimientos profesionales técnicos y científicos, y contando con la conducta y comportamiento de sus miembros"21. 
 

 Se entiende así por qué el Estado le ha asignado la obligación de suscribir determinada información que es utilizada por el Gobierno Nacional y Territorial: declaraciones tributarias, certificaciones sobre ingresos, costos y gastos, aportes a la Seguridad Social Integral, entre otras. 
 

 3. Importancia para la sociedad en general 
 

 Cuando se alude en este acápite a la sociedad en general, se refiere a los ciudadanos como comunidad organizada a nivel país, y no a un tipo de persona jurídica especial, en los términos que la concibe la Constitución Nacional y a la cual se alude en su artículo 333, en relación con la economía: 
 

 

 La actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los límites del bien común. Para su ejercicio, nadie podrá exigir permisos previos ni requisitos, sin autorización de la ley. 
 

 La libre competencia económica es un derecho de todos que supone responsabilidades. 
 

 La empresa, como base del desarrollo, tiene una función social que implica obligaciones. El Estado fortalecerá las organizaciones solidarias y estimulará el desarrollo empresarial. 
 

 El Estado, por mandato de la ley, impedirá que se obstruya o se restrinja la libertad económica y evitará o controlará cualquier abuso que personas o empresas hagan de su posición dominante en el mercado nacional. 
 

 La ley delimitará el alcance de la libertad económica cuando así lo exijan el interés social, el ambiente y el patrimonio cultural de la Nación. 
 
 

 Bajo tal concepción se entiende su participación social dentro del derecho privado, concebido este en su integración como el Derecho civil, el Derecho comercial, el Derecho internacional privado, el Derecho del trabajo22. Esta participación se traduce en el propósito sano de obtener y recibir información veraz para sus decisiones, control de los recursos que pudieran afectar la convivencia pacífica o el enriquecimiento sin justa causa, en desmedro del patrimonio particular o general. 
 

 La Ley concibe a la Revisoría Fiscal como una figura que garantiza, dentro del affectio societatis, que en ningún momento quienes se asocien, con ánimo de lucro o sin él, realicen actividades en contra de la voluntad de los dueños, y enruten sus actos dentro de la voluntad legal para la convivencia pacífica de la comunidad en general y en sus relaciones con quienes interactúan (Estado, personas jurídicas, personas naturales). 
 

 En otras palabras, la Revisoría Fiscal tiene una connotación de interés público, concebido este, de manera general, como aquel ánimo o motivación que afecta a una persona dentro del contexto social y universal. La Universidad Central de Bogotá, en el Proyecto Académico de la Carrera de Contaduría Pública, y tomando como referencia el estudio que para América Latina hace Nora Rabotnikof, menciona tres maneras de entender lo público: 
 

 
	 Lo público como instancia mediadora entre la sociedad y el Estado. En este sentido se puede afirmar que lo público es concebido aquí como un espacio intermedio. 
 
	 Lo público como “el campo de tensión entre la modernidad y los problemas de la modernización”. La primera entendida desde el aspecto técnico-formal de la transformación de los procesos económicos–sociales, y la segunda categoría que hace referencia a la dimensión cultural y normativa23. 
 
	 Por último, tenemos lo público como el “lugar de automediación de la sociedad civil con un Estado”24, en virtud de la instalación de la democracia como lugar de expresión de la sociedad civil plural. 
 
 

 En Colombia, esa instancia mediadora la reconoce el Estado al delegarle a quien ejerce como Revisor Fiscal la Fe Pública para diferentes actos relacionados con información financiera o económica derivada de la contabilidad, y como garante de actos administrativos, en cuanto a su apego normativo, para que la comunidad en general sepa que está protegida de posibles informes contrarios a la realidad y a la verdad que se merece. 
 

 Ese interés público es lo que ha llevado al Estado a reconocer su importancia que, como se anotó, radica en la credibilidad que genera para el ciudadano, usuario de la información que se suministra para uso público; así se recibe entre otras sociedades emisoras de valores y del sector financiero. 
 

 Si esta confianza otorgada, y de responsabilidad a toda prueba, es vulnerada, puede ser sancionada penalmente con similitud a un servidor público. 
 

 Dicha credibilidad que le es propia al Revisor Fiscal, y que el ciudadano (inversionista o asociado) por voluntad o mandato legal le confía convencido que no le dirá mentira ni permitirá el engaño en la información que recibe, es lo que realza su importancia, como contraposición a lo que plantea Jorge Etkin: 
 

 

 Si ustedes observan un poco lo que ocurre en las organizaciones en un sistema de confrontación, de enfrentamiento, de adversarios y rivales, verán que nadie dice la verdad. En este mundo pragmático y tan duro, decir la verdad es peligroso; yo digo que quizás sea peligroso decirla, pero ser falso es inmoral y de falsa ética. Trabajar en una empresa donde lo normal sea la mentira, que la gente no diga lo que piensa, que se oculte la realidad en beneficio del que la oculta, es trabajar en un infierno. ¿Cómo es posible dialogar con personas si hay que estar decodificando lo que querrán decir cuando dicen lo que no dicen?25. 
 
 

 Es de común aceptación que un documento suscrito por el Revisor Fiscal de una entidad presta fe sobre su contenido; es así, que entidades públicas y financieras exigen continuamente, como aval de seguridad sobre la información recibida de empresas y personas en general, que estén atestadas o certificadas (en el sentido de testimonio) por dicho funcionario para darle credibilidad, la cual se desprende de la Fe Pública con que lo ha revestido la Ley, generando por tanto una capacidad innegable de influir con su dictamen u opinión sobre las decisiones sociales. Es lo que Luis Recalde denomina poder social, entendido éste, según su propia definición, como "la habilidad para influir en el comportamiento de los demás"26. 
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 Capítulo 3 

Función pública de la Revisoría Fiscal 
 

 

 En este capítulo se espera responder inquietudes como: 
 

 
	 ¿Cómo se define la información contable? 
 
	 ¿Cuáles son los objetivos básicos de la información contable según el Decreto 2649 de 1993? 
 
	 ¿Cuáles son las cualidades de la información contable? 
 
	 ¿Qué son los estados financieros? 
 
	 ¿Cuáles son los objetivos de los estados financieros? 
 
	 ¿Cuál es la incidencia que la información contable tiene sobre la comunidad en general? 
 
	 ¿En qué consiste el término Fe Pública en el marco de la Revisoría Fiscal? 
 
	 ¿Qué indica la Ley 145 de 1960 en su artículo 9 cuando se refiere a la atestación y firma de un Contador público? 
 
	 ¿Qué tipo de cuidados debe tener un Contador Público al expedir las diferentes clases de certificaciones que le son solicitadas? 
 
	 ¿Cuáles son las normas que deben observar los Contadores públicos ordenadas por el artículo 8 de la Ley 43 de 1990? 
 
	 ¿Qué dice la Federación Internacional de Contadores –IFAC– alrededor del tema de la integridad y la capacidad de dar Fe Pública? 
 
	 ¿Por cuáles razones puede ser sancionado un Contador público? 
 
	 ¿Cuáles son las diferentes ramas o clases de la fiscalización existentes? 
 
 
 

 Las funciones públicas esenciales sobre las cuales se enmarca el actuar de la Revisoría Fiscal, derivadas de la concepción misma de la relación Estado-Contaduría Pública, son tres (que enunciamos en el capítulo anterior). Estas se miden de tres formas: 
 

 La información contable
 La fe pública
 La fiscalización
 

 Es necesario la clarificación de estas formas de medición, al tenor de las disposiciones vigentes y la responsabilidad que sobre las mismas encarna la figura del Revisor Fiscal, pues su ejercicio debe estar enmarcado dentro de la normatividad legal toda vez que su creación, sus funciones, responsabilidades, inhabilidades e incompatibilidades están concebidas en la Ley. 
 

 Quienes aluden a la figura como “obsoleta” por el apego que debe tener a la normatividad colombiana, confunden el fin con los procedimientos mediante los cuales se desarrolla, los cuales deben ir a la par con las prácticas avanzadas de auditoría, entendida de manera completa y máxima, sin menoscabar la permanencia e integralidad en sus funciones. Al Revisor Fiscal se le juzgará conforme al cumplimiento de sus funciones, claramente establecidas en la Ley. 
 

 1. La información contable 
 

 a. Objetivos, cualidades y revelaciones 


 

 Bajo cualquier enfoque que se mire la información contable es una consecuencia de la Contaduría Pública, la cual podemos definir como el resultado final del proceso contable realizado con base en principios, normas y procedimientos contables de general aceptación, el cual comprende todas las operaciones de un período determinado, con incidencia en los bienes, derechos y obligaciones de un ente económico, debidamente clasificados, evaluados e interpretados. 
 

 Civil y comercialmente existe el deber de informar en toda sociedad, por parte de quienes administran bienes ajenos, a sus propietarios y al Estado, sobre el manejo dado a los mismos, los productos obtenidos de éstos, los derechos y obligaciones que se han generado de su uso. En el campo contable es un deber profesional y legal que la información sea suministrada por los administradores, teniendo en cuenta las normas que se refieren a dicha obligación y a la manera como debe comunicarse. 
 

 El Decreto vigente 2649 de 1993, mediante el cual se "reglamenta la contabilidad en general y se expiden los principios o normas de contabilidad generalmente aceptados en Colombia", refiriéndose a la información contable define sus objetivos y cualidades. Estos los debe tener muy en cuenta en su cumplimiento todo Revisor Fiscal para poder más adelante dictaminar sobre la aplicación uniforme, que permitan una adecuada interpretación de la misma, con base en la aplicación de los principios o normas de contabilidad generalmente aceptados en Colombia, y el acatamiento por parte de los administradores a las disposiciones legales. De ahí la pertinencia, en la Revisoría Fiscal, del conocimiento sobre la información contable, pues mal se podría evaluar y conceptuar sobre lo que se desconoce. 
 

 ¿Cuáles son dichos objetivos y cualidades? A la luz del decreto mencionado, el cual internacionalmente se identifica con los mismos objetivos y cualidades, y que con la modificación de nuevos decretos no tendrán modificaciones de fondo, se enuncian como: 
 

 

 Artículo 3º. Objetivos Básicos. La información contable debe servir fundamentalmente para: 
 

 
	 Conocer y demostrar los recursos controlados por un ente económico, las obligaciones que tenga de transferir recursos a otros entes, los cambios que hubieren experimentado tales recursos y el resultado obtenido en el período. 
 
	 Predecir flujos de efectivo. 
 
	 Apoyar a los administradores en la planeación, organización y dirección de los negocios. 
 
	 Tomar decisiones en materia de inversiones y crédito. 
 
	 Evaluar la gestión de los administradores del ente económico. 
 
	 Ejercer control sobre las operaciones del ente económico. 
 
	 Fundamentar la determinación de cargas tributarias, precios y tarifas. 
 
	 Ayudar a la conformación de la información estadística nacional. 
 
	 Contribuir a la evaluación del beneficio o impacto social que la actividad económica de un ente represente para la comunidad. 
 
 
 

 

 Artículo 4º. Cualidades de la información contable. Para poder satisfacer adecuadamente sus objetivos, la información contable debe ser comprensible y útil. En ciertos casos se requiere, además, que la información sea comparable. 
 

 
	 La información es comprensible cuando es clara y fácil de entender. 
 
	 La información es útil cuando es pertinente y confiable. 
 
	 La información es pertinente cuando posee valor de realimentación, valor de predicción y es oportuna. 
 
	 La información es confiable cuando es neutral, verificable y en la medida en la cual represente fielmente los hechos económicos. 
 
	 La información es comparable cuando ha sido preparada sobre bases uniformes. 
 
 
 

 La información en contabilidad o información contable se cumple mediante la preparación y presentación de los estados financieros y sus notas, las cuales constituyen, con aquellos, un todo indivisible. Por tanto, siempre que se preparen estados financieros tendrán que prepararse las respectivas notas que los explicitan facilitando su interpretación y análisis. Si bien el artículo 114 del Decreto antes mencionado estipulaba que las notas eran parte integral de todos y cada uno de los estados financieros, es decir, que comprendían todos los componentes y elementos de éstos, la Ley 222 ya referenciada, en su artículo 36 estableció su indivisibilidad entre aquellas y éstos, al ordenar que "Los estados financieros estarán acompañados de sus notas, con las cuales conforman un todo indivisible. Los estados financieros y sus notas se prepararán y presentarán conforme a los principios de contabilidad generalmente aceptados". 
 

 Importante anotar que la Ley no distinguió si se trataba de estados financieros de propósito general o de propósito especial, o si eran de fin de ejercicio o de periodos intermedios. Por tanto, debemos concluir que para cualquier estado financiero que se prepare, deben prepararse sus respectivas notas. 
 

 Respecto de los estados financieros, estos son "Informes que constituyen el medio principal para suministrar información contable a quienes no tienen acceso a los registros de un ente económico. Los estados financieros son el producto del proceso contable; su objetivo principal consiste en comunicar información acerca de los recursos económicos de una empresa, los derechos que pesan sobre estos recursos, y el efecto de las transacciones y los acontecimientos que cambian esos recursos, así como los derechos sobre ellos"27. 
 

 Las notas a los estados financieros son aclaraciones y explicaciones que tipifican el contenido de cada uno de dichos estados en sus diferentes grupos y elementos y las políticas y prácticas seguidas en el proceso, buscando hacerlos comprensibles y fácilmente entendibles para el lector o usuario. Por tanto, previenen interpretaciones erróneas sobre los mismos. 
 

 La información contable tiene una relación directa con la revelación plena al ponerse de manifiesto valores y datos que hasta el momento de su presentación organizada eran desconocidos para los posibles interesados o usuarios (propietarios, empleados, acreedores, proveedores, inversionistas, gobierno, Organismos de Inspección, Vigilancia o Control y clientes), bien mediante los estados financieros o por medio de otros informes que se crean necesarios. De hecho, la norma internacional número uno (1), referente a la revelación de los estados financieros, es concordante con la norma colombiana, la cual señala en el artículo 15 del mentado Decreto 2649 de 1993: 
 

 

 El ente económico debe informar en forma completa, aunque resumida, todo aquello que sea necesario para comprender y evaluar correctamente su situación financiera, los cambios que ésta hubiere experimentado, los cambios en el patrimonio, el resultado de sus operaciones y su capacidad de generar flujos futuros de efectivo. 
 
 

 

 La norma de revelación plena se satisface a través de los estados financieros de propósito general, de las notas a los estados financieros, de información suplementaria y de otros informes, tales como el informe de los administradores sobre la situación económica y financiera del ente y sobre lo adecuado de su control interno. 
 

 También contribuyen a ese propósito los dictámenes o informes emitidos por personas legalmente habilitadas para ello que hubieren examinado la información con sujeción a las normas de auditoría generalmente aceptadas. 
 
 

 De lo anterior es fácil concluir la incidencia que la información contable tiene sobre la comunidad en general, constituyendo por consiguiente un derecho público para el receptor y un deber y función pública para el emisor de la misma. Su uso posibilita decisiones que afectan a quienes se relacionan o tienen interés en relacionarse con el ente económico; esto es, el público en general. Es de tal importancia su acción pública, que el Legislador en la Ley 222 de 1995, en referencia a los estados financieros, con el artículo 41 determinó la publicidad de los estados financieros mediante la entrega de una copia de estos, junto con sus notas y el dictamen si lo hubiere, en la cámara de comercio del domicilio social; estos deberán depositarse dentro del mes siguiente a la fecha en la cual sean aprobados. 
 

 b. La importancia relativa 
 

 La información en su proceso debe ajustarse a las normas y principios de contabilidad generalmente aceptados, cuya aplicación debe dictaminarse, y por tanto deberá observarse, en su presentación como en su análisis la importancia relativa de sus cifras28. 
 

 En otras palabras, la materialidad o importancia relativa debe considerarse en el proceso de registro, preparación y clasificación de los estados financieros y en sus notas, de tal manera que no se afecten las posibles decisiones que pudieran tomarse o dejarse de tomar por la no inclusión de un valor, de una cifra, de una partida específica; pero debe ser vista en conjunto para que no sea engañosa, por lo cual la revelación independiente de información no relevante o pertinente puede afectar el análisis de la cifras que incidan en los resultados del ejercicio, en los activos y en los pasivos. Tal importancia está unida, por tanto, con las cualidades de la información contable en cumplimiento de sus objetivos; en ella tienen incidencia los cambios de valor, los cambios en los métodos de valoración, los errores de períodos anteriores, las políticas contables sobre revelación cualitativa e inclusive las salvedades que se hubieren hecho por los auditores a los estados financieros y que pudieren afectar no solo las decisiones administrativas sino el juicio profesional de quien examina y evalúa la información para dictaminarla, bien por el tamaño o la naturaleza de la partida en consideración. 
 

 Lo anterior quiere decir que además de la importancia hay que también mirar su pertinencia. A este respecto el Consejo Técnico de la Contaduría Pública ha manifestado que 
 

 

 "La importancia relativa puede considerarse como la magnitud o naturaleza de un error (incluyendo una omisión) en la información financiera que, bien individualmente o en conjunto, y a la luz de las circunstancias que lo rodean, hace probable que el juicio de una persona razonable, que confía en la información, se hubiera visto influenciado o su decisión afectada como consecuencia del error u omisión"29. 
 
 

 Ejemplos de tales errores u omisiones pueden ser la clasificación de partidas no corrientes como corrientes, o viceversa, para mostrar una mejor razón financiera o índice económico; compras o ingresos no incluidos cuando existen resultados negativos o proporcionalmente significativos cuando los resultados son positivos, que pudieran sobrepasar un monto que fuere representativo en criterio del Revisor Fiscal y que pudiere afectar los resultados finales; mas, tal porcentaje es a criterio personal de quien prepara y evalúa la información y en la valoración se deben considerar también los montos totales que inciden sobre los resultados, los activos, pasivos y el patrimonio. 
 

 La norma internacional de contabilidad No. 1 a la cual ya nos referimos, sobre presentación de los Estados Financieros establece que: 
 

 

 29. Cada partida que posea la suficiente importancia relativa debe ser presentada por separado en los estados financieros. Las partidas de importes no significativos deben aparecer agrupadas con otras de similar naturaleza o función. 
 

 30. Una partida que no tenga la suficiente importancia como para requerir presentación por separada en el cuerpo principal de los estados financieros, puede sin embargo tenerla para ser presentada por separado en las notas a los mismos. 
 

 31. En este contexto, la información tendrá importancia relativa o materialidad si la omisión pudiera influir en las decisiones económicas que los usuarios tomen a partir de los estados financieros. La importancia relativa depende del importe y naturaleza de la partida, según las circunstancias particulares en que se ha producido esta omisión. Al decidir si una partida individual o un conjunto de ellas, resultan de importancia relativa, habrá que evaluar conjuntamente la naturaleza y el tamaño de la partida en cuestión. En función de las circunstancias, el factor más significativo puede ser la naturaleza o el importe. Por ejemplo, en el caso de los activos, los elementos individuales que tengan la misma naturaleza y función se suelen agregar, incluso si los importes individuales son elevados. No obstante, las partidas de gran importe que difieren en su naturaleza o su función son objeto de presentación por separado. 
 

 32. El requisito de la importancia relativa implica que no es necesario cumplir lo preceptuado en las Normas Internacionales de Contabilidad sobre presentación, siempre que la información correspondiente resulte poco significativa30. 
 
 

 Como caso de ejemplo reciente miremos: "La admisión de Xerox de que registró inapropiadamente en sus libros US$6.400 millones de ingresos y que infló sus ganancias antes de impuestos en US$1.141 millones en un lapso de cinco años, pone presión sobre SEC para asumir una línea dura ante KPMG, dijeron expertos en el sector de valores"31. 
 

 En su aplicación deberá cumplirse con lo reglamentado además de las normas básicas, con lo preceptuado en las normas técnicas, de registro, revelación, corrección de errores y criterios para resolver conflictos entre normas, de tal manera que la materialidad o importancia se refleje, bien individualmente o vista en conjunto. 
 

 Otro aspecto relacionado con el debido registro y revelación en la información contable que debe tenerse presente siempre en el plano nacional o internacional es la aplicación del principio de la esencia o sustancia sobre la forma, que como bien lo define el artículo 11 del Decreto 2649 de 1993 consiste en que "Los recursos y hechos económicos deben ser reconocidos y revelados de acuerdo con su esencia o realidad económica y no únicamente en su forma legal". En otras palabras, debe primar la presentación real de los hechos económicos que han incidido en las actividades del Ente económico, los cuales se reflejan en la información y deben también estudiarse a la luz de las características y prácticas de cada actividad a que se refiere el artículo 18 del decreto anterior. Tales principios, como los demás generalmente aceptados, deben considerarse tanto para la información de fin de periodo como para la información intermedia o de periodos intermedios, los cuales en Colombia son idóneos para todos los efectos que de ellos se concluyan, excepto para la distribución de utilidades, como lo señala el artículo 34 de la Ley 222 de 1995, y por tanto deben aplicárseles las mismas normas y las mismas políticas contables; en forma similar también lo indica la Norma Internacional de Contabilidad número 34. 
 

 Muy importante que tanto los Administradores, como los Contadores y los Revisores Fiscales entiendan la importancia material que reviste dentro de la información contable la observancia del artículo 14 del reglamento contable en lo referente al mantenimiento del patrimonio, el cual debe cumplirse en concordancia con lo preceptuado por el artículo 151 del Código de Comercio y que generalmente no es tenido en cuenta al preparar los estados financieros de fin de ejercicio: 
 

 

 Artículo 14. Mantenimiento del patrimonio. Se entiende que un ente económico obtiene utilidad, o excedentes, en un período únicamente después de que su patrimonio al inicio del mismo, excluidas las transferencias de recursos a otros entes realizadas conforme a la ley, haya sido mantenido o recuperado. Esta evaluación puede hacerse respecto del patrimonio financiero (aportado) o del patrimonio físico (operativo). 
 

 Salvo que normas superiores exijan otra cosa, la utilidad, o excedente, se establece respecto del patrimonio financiero debidamente actualizado para reflejar el efecto de la inflación32. 
 

 Artículo 151. No podrá distribuirse suma alguna por concepto de utilidades si estas no se hallan justificadas por balances reales y fidedignos. Las sumas distribuidas en contravención a este artículo no podrán repetirse contra los asociados de buena fe; pero no serán repartibles las utilidades de los ejercicios siguientes, mientras no se absorba o reponga lo distribuido en dicha forma. 
 

 Tampoco podrán distribuirse utilidades mientras no se hayan enjuagado las pérdidas de ejercicios anteriores que afecten el capital. 
 

 Parágrafo. Para todos los efectos legales se entenderá que las pérdidas afectan el capital cuando a consecuencia de las mismas se reduzca el patrimonio neto por debajo del monto de dicho capital33. 
 
 

 La Ley 1314 de 2009 es taxativa también en cuanto al acatamiento de las normas sobre información y revelación, al establecer en su artículo tercero referente a las normas que se deben observar: 
 

 

 Artículo 3°.De las normas de contabilidad y de información financiera. Para Los propósitos de esta ley, se entiende por normas de contabilidad y de información financiera el sistema compuesto por postulados, principios, limitaciones, conceptos, normas técnicas generales, normas técnicas específicas, normas técnicas especiales, normas técnicas sobre revelaciones, normas técnicas sobre registros y libros, interpretaciones y guías, que permiten identificar, medir, clasificar, reconocer, interpretar, analizar, evaluar e informar, las operaciones económicas de un ente, de forma clara y completa, relevante, digna de crédito y comparable. 
 

 Parágrafo: Los recursos y hechos económicos deben ser reconocidos y revelados de acuerdo con su esencia o realidad económica y no únicamente con su forma legal. 
 
 

 2. La fe pública 
 

 La información contable también, conocida como información financiera en un sentido más amplio, es base para la toma de decisiones entre quienes interactúan con el ente económico. De ahí que para consolidar su credibilidad, la Ley colombiana haya recogido sobre esta materia lo reconocido internacionalmente al respecto, al delegar en los Contadores Públicos la capacidad de dar fe pública; se presume con ello la veracidad de la información financiera cuando mediante un juicio profesional así lo dictaminan dichos profesionales. 
 

 Para un mejor análisis interpretativo es pertinente resaltar lo expuesto sobre esta figura por la Procuraduría General de la Nación recientemente: 
 

 

 La doctrina ha considerado que el bien jurídico de la fe pública surge como una imposición del Estado porque debe garantizar y facilitar las relaciones entre los asociados creando los signos necesarios sobre los que exista tal confianza colectiva. Para otra corriente la fe pública no se trata de una imposición del Estado en ciertas formas, sino que surge de la praxis social que reviste de tal carácter y seguridad a algunos elementos, formas, y objetos, donde «la fe pública es un bien social, por cuanto surge de la necesidad de satisfacer una exigencia colectiva, como es la mutua confianza entre los asociados (Artículo 75, inciso segundo artículo 80 del C.D.U.). También se señala como objeto de protección los medios de prueba o el «crédito que merecen ciertas formas de atestación y que es entendido como fuerza probatoria de las mismas» (A Merkel, Lehrbuch, p. 363,). En forma adicional, se señala como fundamento de la tutela al bien jurídico la necesidad de proteger el tráfico y apariencia jurídica que rodea diversos símbolos Y. en especial, los documentos. Revisada las posiciones más aceptadas en la evolución del concepto de fe pública se puede concluir que se trata de un elemento de creación social - legal, se trata tanto de la confianza de la colectividad en signos con significación jurídica ratificados por la decisión del Estado al darles un status a través del ordenamiento jurídico, por lo cual se puede definir como: «un sentimiento colectivo de confianza, que constituye un derecho de la sociedad y de los particulares en la veracidad, autenticidad e integridad de los signos de valor y de autenticación, en las de las formas escritas jurídicamente relevantes como medios de prueba y en la autenticidad de las personas, considerando todo ello como elementos indispensables para el tráfico jurídico (A Merkel, Lehrbuch…, pág. 43)34. 
 
 

 La Ley 145 de 1960 en su artículo 9 se refirió a dicha presunción, la cual fue recogida posteriormente en 1990 por la Ley 43, mejorando su redacción. Es así como esta norma en su artículo 10º sobre la fe pública establece: 
 

 

 La atestación o firma de un contador público en los actos propios de su profesión hará presumir, salvo prueba en contrario, que el acto respectivo se ajusta a los requisitos legales, lo mismo que a los estatutarios en el caso de personas jurídicas. Tratándose de balances, se presumirá además que los saldos se han tomado fielmente de los libros, que estos se ajustan a las normas legales y que las cifras registradas en ellos reflejan en forma fidedigna la correspondiente situación financiera en la fecha del balance. 
 

 Parágrafo. Los contadores públicos, cuando otorguen fe pública en materia contable, se asimilarán a funcionarios públicos para efectos de las sanciones penales por los delitos que cometieren en el ejercicio de las actividades propias de su profesión, sin perjuicio de las responsabilidades de orden civil a que hubiere lugar conforme a las leyes. 
 
 

 Sin embargo, tal calidad específica para los profesionales de la disciplina contable se señala desde el artículo 1º de esta norma cuando, definiendo quién es Contador público, indica que "…está facultado para dar fe pública de hechos propios del ámbito de su profesión" hechos que como veremos se encuentran relacionados en el artículo 2º. 
 

 Varios aspectos contemplados en este artículo son importantes resaltar para facilitar su comprensión y análisis: 


 

 a. Atestación o firma 


 

 Nos detendremos sobre “la atestación o firma" por las repercusiones que tendrá posteriormente en lo referente a la certificación de los estados financieros y su connotación sobre los mismos. 
 

 Según la Real Academia de la Lengua Española, atestar es "testificar, atestiguar, firmar o declarar como testigo dando testimonio de algo o de alguien"; atestiguar significa declarar, afirmar como testigo. Declarar es "manifestar o explicar lo que está oculto o no se entiende bien". A su vez manifestar significa "dar a conocer algo por medio de la palabra, expresar algo de forma solemne y pública para que se difunda". Atestar es sinónimo de atestiguar, testificar, declarar, testimoniar, asegurar. 
 

 Firma es “el nombre de una persona, generalmente acompañado de una rúbrica, estampado al pie de un escrito para atestiguar que se es el autor o que se aprueba su contenido". Firmar es también "usar un determinado nombre o título en la firma". Es sinónimo de marca, rúbrica, signatura, signo, sello, señal, refrendo. Bien se resume: "Nombre y apellido, o título, de una persona, que esta pone con mano propia o ajena, para darle autenticidad o para obligarse a lo que en él se dice."35 
 

 El Código de Comercio en su artículo 826, refiriéndose a las reglas sobre escritos y firmas, define que "por firma se entiende la expresión del nombre del suscriptor o de alguno de los elementos que la integren o de un signo o símbolo empleado como medio de identificación personal". 
 

 Luego la firma lo que busca es identificar de manera auténtica a quién suscribe o emite una atestación, certificación o testimonio; por tanto, la norma hace obligatoria una declaración o manifestación por parte del Contador público sobre los actos propios de su profesión, la cual rubrica o atestigua con su firma en señal de que es el autor y responde por tanto de su contenido. De donde se derivan dos actos distintos: 
 

 - Cuando atesta debe declarar dando a conocer y manifestando lo que él desea que bajo su responsabilidad se conozca por otras personas que no tienen acceso al contenido de lo que está afirmando con su manifestación (atestación), sirviendo de testigo de ello, por cuanto está dando testimonio de algo conformado por hechos u operaciones que no son observables por el usuario y de los cuales se derivan los resultados que se están mostrando; 
 

 - Cuando firma debe colocar su nombre con la rúbrica o símbolo correspondiente, junto con el título de Contador público y el número de la inscripción que lo identifica como tal. 
 

 La o que separa los términos atestación y firma es gramaticalmente una conjunción coordinada que "sirve para indicar exclusión, alternativa o contraposición entre las oraciones o términos que relaciona: ser un buen o mal estudiante". También indica equivalencia o identidad: el protagonista o personaje principal. Además, indica inclusión: en la guerra o en la paz"36. 
 

 Para este uso derivado de su significado gramatical y técnico la o es una conjunción coordinada y disyuntiva, por tanto excluye un término del otro. Es decir que la atestación lleva la exclusión de la firma en el sentido literal como está redactada la norma, y la firma excluye la atestación. Pero toda atestación, como consecuencia de su testimonio o declaración, conlleva el nombre y la firma con la identificación y calidad de quien la emite como prueba de su responsabilidad; así lo ordena la Ley 145 de 1960 en su artículo 9 cuando reza en lo pertinente: "la atestación y firma de un contador…", norma que fue adicionada más no derogada37. 
 

 En síntesis: toda atestación debe llevar la firma de quien la emite, pero no toda firma debe llevar atestación. 
 

 La Corte Constitucional corrobora esta afirmación cuando en referencia a la fe pública interpreta: "Cuando un contador otorga fe pública en materia contable, adquiere una responsabilidad especial frente a la colectividad y al Estado, si se tiene en cuenta la magnitud de sus atribuciones, porque no todo profesional puede, con su firma o su atestación, establecer la presunción legal de que, salvo prueba en contrario, los actos que realiza se ajustan a los requisitos formales"38. 
 

 En otras palabras, un acto de la profesión con la firma del contador significa que es el autor de dicho acto o que lo aprueba y está de acuerdo con su contenido, independientemente de las consecuencias que de él se deriven. En tanto que la atestación en dicho acto requiere una manifestación o expresión de su significado y de la responsabilidad que asume. 
 

 No puede pasarse desapercibido que junto a la atestación y firma, el contador debe colocar el número de su tarjeta profesional, como lo indica el parágrafo 3º del artículo 3º de la Ley 43 de 1990: "En todos los actos profesionales, la firma del Contador público deberá ir acompañada del número de su tarjeta profesional." 


 

 b. Los actos propios de su profesión. 


 

 Estos actos también están definidos en el artículo 2º de la Ley mencionada cuando se refiere a las actividades relacionadas con la ciencia contable en general. Veamos: 
 

 

 Artículo 2o. De las actividades relacionadas con la ciencia contable en general. Para los efectos de esta ley se entienden por actividades relacionadas con la ciencia contable en general todas aquellas que implican organización, revisión y control de contabilidades, certificaciones y dictámenes sobre estados financieros, certificaciones que se expidan con fundamento en los libros de contabilidad, Revisoría Fiscal, prestación de servicios de auditoría, así como todas aquellas actividades conexas con la naturaleza de la función profesional del Contador público, tales como: la asesoría tributaria, la asesoría gerencial, en aspectos contables y similares. 
 

 Parágrafo 1o. Los contadores públicos y las sociedades de contadores públicos quedan facultados para contratar la prestación de servicios de las actividades relacionadas con la ciencia contable en general y tales servicios serán prestados por contadores públicos o bajo su responsabilidad. 
 

 Parágrafo 2o. Los contadores públicos y las sociedades de contadores públicos no podrán, por sí mismas o por intermedio de sus empleados, servir de intermediarias en la selección y contratación de personal que se dedique a las actividades relacionadas con la ciencia contable en general en las empresas que utilizan sus servicios de Revisoría Fiscal o de auditoría externa. 
 

 Parágrafo 3º. En todos los actos profesionales, la firma del contador público deberá ir acompañada del número de su tarjeta profesional. 
 
 

 Se infiere que no todas las certificaciones que se solicitan al Contador público son actos propios de su profesión. Toda certificación que se expida como acto propio de la ciencia contable debe expedirse con fundamento en los libros de contabilidad, tal como lo indica la norma. Si no hay libros de contabilidad, mal puede atribuirse el Contador un derecho que la Ley no le ha concedido y sobre el cual se reconoce fe pública, y se da como cierto. En este error han caído muchas organizaciones y entidades del sector público y privado; ejemplos: cuando una EPS requiere para afiliar a una persona independiente un certificado de Contador público sobre lo que está devengando, o cuando una universidad solicita certificación de Contador público sobre los ingresos del estudiante mayor de edad, o de los padres si es menor de edad, para tasar el valor de la matrícula que debe pagar. 
 

 Gran cuidado debe tener el Contador al expedir esta clase de certificados, por cuanto todos sus actos profesionales deben tener el respaldo comprobatorio respectivo, además de estar amparados por la verdad que le ordena la norma citada, cuando en sus artículos 69 y 70 determinan que: 
 

 Artículo 69. El certificado, opinión o dictamen expedido por un contador público deberá ser claro, preciso y ceñido estrictamente a la verdad. Artículo 70. Para garantizar la confianza pública en sus certificaciones, dictámenes u opiniones, los contadores públicos deberán cumplir estrictamente las disposiciones legales y profesionales y proceder en todo tiempo en forma veraz, digna, leal y de buena fe, evitando actos simulados, así como prestar su concurso a operaciones fraudulentas o de cualquier otro tipo que tiendan a ocultar la realidad financiera de sus clientes, en perjuicio de los intereses del Estado o del patrimonio de particulares, sean estas personas naturales o jurídicas. En tales circunstancias, un Contador Público no puede certificar lo que no tiene evidencia comprobatoria sobre libros de contabilidad, pues se puede arriesgar a incursionar penalmente en lo establecido en el parágrafo del artículo 10º antes mencionado, o en manifiesta violación de los principios básicos del Código de Ética referentes a la responsabilidad, observancia de las disposiciones normativas y conducta ética. 
 

 Solamente se pueden certificar y dictaminar aquellos estados financieros que se encuentran respaldados con libros de contabilidad: "certificaciones y dictámenes sobre estados financieros" (artículo segundo, Ley 43/90). "Tratándose de balances, se presumirá además que los saldos se han tomado fielmente de los libros, que estos se ajustan a las normas legales… (artículo 10º, Ley 43/90). "Luego si no existen libros debidamente llevados conforme a las normas legales, esto es, conforme a las normas de contabilidad, no se pueden certificar y dictaminar balances u otros estados financieros, so pena de incurrir en trasgresión de la fe pública, y por consiguiente estar incurso en lo preceptuado por el parágrafo del citado artículo 10º y los principios básicos del código de ética profesional. 
 

 Ocurre frecuentemente tal situación cuando un establecimiento u oficina bancaria requiere para la apertura de una cuenta o trámite de una solicitud de crédito de una persona natural no obligada a llevar contabilidad, que se presente "un balance y estado de resultados o de ingresos y egresos, firmado por Contador público". 
 

 Conscientes de la continua violación de esta norma inducida por los establecimientos bancarios (sin que se pretenda justificar la actuación del Contador), desde el Consejo Técnico de la Contaduría Pública se solicitó a la Superintendencia Bancaria impartir instrucciones a las entidades financieras, tendientes a no auspiciar tal violación legal. Este logro se obtuvo en el año 1998 cuando, mediante la Circular 068 de ese año, la Superintendencia informó a dichas entidades que era improcedente exigir balances "firmados" por contadores públicos a personas naturales no obligadas a llevar contabilidad, por cuanto podían conocer la situación financiera del solicitante por otros medios. Así concluyó la circular dirigida a MIEMBROS DE JUNTA DIRECTIVA, REPRESENTANTES LEGALES Y REVISORES FISCALES DE LAS ENTIDADES VIGILADAS: 
 

 

 Referencia: Circular Básica Jurídica No. 007 de 1996. De acuerdo con lo dispuesto por los artículos 10º. y 19, núm. 3 del Código de Comercio, en concordancia con lo previsto por el artículo 10º. de la Ley 43 de 1990, se adiciona la Circular de la referencia en relación con la improcedencia de exigir balances certificados por contador público respecto de personas que legalmente no están obligadas a llevar contabilidad de sus negocios. 
 

 Con tal propósito, se adjuntan a la presente las páginas 1 y 2 del Título II Capítulo Primero de la Circular Básica Jurídica – Circular Externa 007 de 1996. 
 
 

 Dicha práctica persiste, con los riesgos significativos que conlleva tal atestación o certificación, pues al hacerlo el Contador está atestando o aprobando valores y cuentas que no se encuentran respaldados con libros contables, los cuales además de estar debidamente llevados, para que surtan el valor probatorio deben estar registrados o inscritos en la cámara de comercio respectiva. 
 

 Es pertinente tener en cuenta dentro de este contexto, que el parágrafo 2º del trascrito artículo 2º, prohíbe de manera taxativa la participación directa o indirecta de los contadores públicos y sociedades de contadores en la selección de personal que se dedique a las actividades relacionadas con la ciencia contable en general (organización, revisión y control de contabilidades, certificaciones y dictámenes sobre estados financieros, revisoría fiscal, prestación de servicios de auditoría externa o interna, asesoría tributaria, asesoría gerencial en aspectos contables y similares), de las empresas que fiscalizan o auditan en su calidad de Revisores fiscales o Auditores externos. Esto es así para preservar la independencia y objetividad de estos frente a aquellos, evitando que se ponga en tela de juicio la credibilidad y confianza tanto de la Revisoría Fiscal como de la Auditoría externa. Esta independencia y objetividad deben estar ajenas a cualquier tipo de prejuicio, subjetividad o parcialidad que pudiesen restar la aceptación o confianza de quienes utilicen o puedan utilizar sus juicios profesionales y los conceptos que emita. Tales virtudes son de la esencia de la fe pública y por tanto del Revisor Fiscal cuando la emite. 


 

 c. Definición 


 

 Pero, ¿qué es la fe pública? Nada más apropiado que apoyarnos para su respuesta en la investigación adelantada por la Universidad Central: 
 

 

 Según Mengual la fe pública es "el sentimiento que, con carácter de verdad y certeza, prestamos a lo manifestado por aquellos a quienes el poder público reviste de autoridad, asignándoles una función(72); por su parte Jiménez Arnau la define como "una función específica, de carácter público, cuya misión es robustecer con una presunción de verdad los hechos o actos sometidos a su amparo(73)… Citando a Sanahuja se plantea que "fe pública es la garantía que da el Estado de que determinados hechos que interesan al Derecho son ciertos(75). La necesidad de fe pública es de índole social pues interesa al Estado y sus ciudadanos, en términos de garantía de autenticidad. En estos términos, Giménez Arnau la concibe como una imposición necesaria: se impone, pues, como necesidad de primer orden, como imperativo de público interés, la existencia de una serie de organismos que, de una parte, comprueben la existencia de los hechos jurídicos y de los derechos que de ellos emanan y, de otra parte, garanticen del modo más perfecto posible las consecuencias del hecho y del derecho cuando sean desconocidos o negada su existencia a quien pueda perjudicar su ejercicio(76)39. 
 
 

 Por ello, la Ley 43 de 1990 fue exigente respecto de los nexos que pudieran existir, cuando en su artículo 50 enunció: "Cuando un contador público sea requerido para actuar como auditor externo, revisor fiscal, interventor de cuentas o árbitro en controversias de orden contable, se abstendrá de aceptar tal designación si tiene con alguna de las partes parentesco del cuarto grado de consanguinidad, primero civil, segundo de afinidad o si median vínculos económicos, amistad íntima o enemistad grave, intereses comunes o cualquier otra circunstancia que pueda restarle independencia u objetividad a sus conceptos o actuaciones". 
 

 Es oportuno recordar que el artículo 8º. de la reiterada Ley 43, refiriéndose a las normas que deben observar los contadores públicos, estatuye: 
 

 

 Los contadores públicos están obligados a: 
 

 Observar las normas de ética profesional. 
 

 Actuar con sujeción a las normas de auditoría generalmente aceptadas. 
 

 Cumplir las normas legales vigentes. 
 

 Vigilar que el registro e información contable se fundamente en principios de contabilidad generalmente aceptados en Colombia. 
 
 

 Se desprende de lo expuesto, que la fe pública tiene una connotación especial de credibilidad por la presunción de veracidad con que la ha rodeado la Ley, en virtud de la confianza que transmite al usuario de la información financiera. Esta certeza conlleva a decisiones confiadas de quienes la usan, teniendo por tanto una incidencia pública como función asignada en tal materia exclusivamente al Contador. De ahí que la Ley prevea que dicha atestación o firma conducen a la credibilidad por los usuarios de los actos atestados o firmados, sin que se requiera demostración alguna adicional, a menos que se tenga prueba de que lo atestado y lo que se afirma como cierto, no lo es. Bien lo ha reafirmado la Corte Constitucional mediante sentencia, con la cual falló sobre la demanda contra 21 artículos de la Ley 43 de 1990, en la cual, refiriéndose al parágrafo del artículo 10, manifestó: 
 

 

 … el contador es un profesional que goza y usa de un privilegio que muy pocos de los demás profesionales detentan, que consiste en la facultad de otorgar fe pública sobre sus actos en materia contable. Tal circunstancia particular lo ubica técnica, moral y profesionalmente en un contexto personal especial, que le exige, por lo mismo, una responsabilidad también especial frente al Estado y a sus clientes, si se tiene en cuenta la magnitud de sus atribuciones, porque no todo profesional puede, con su firma o atestación, establecer la presunción legal de que, salvo prueba en contrario, los actos que realiza se ajustan a los requisitos legales. 
 

 No excede pues la norma acusada los parámetros superiores en que se funda la equidad, porque al someter la ley a los contadores públicos al mismo nivel de responsabilidad penal que se demanda de los funcionarios públicos, tiene en cuenta que estos profesionales ejercen materialmente una actividad, asimilable a la función pública, como es la de otorgar fe pública sobre los actos propios de su profesión, ejercicio que apareja, por lo mismo, una responsabilidad especial en términos similares a la que se deduce contra los funcionarios del Estado, quienes, como es obvio, ejercen funciones públicas. 
 

 Es oportuno establecer, que cuando la ley "asimila" al contador a un funcionario público, utiliza la figura como una estrategia encaminada a aprovechar la regulación penal sobre los delitos contra la fe pública, y establecer la naturaleza de la responsabilidad que le corresponde dentro de este ámbito. 
 

 5.3.3. Para la Corte, entonces, el parágrafo acusado no consagra una inequidad con los contadores, porque no es igual su situación cuando otorgan fe, que la de otros profesionales que no gozan de esa atribución excepcional, de manera que es razonable que se les otorgue un tratamiento diferente40
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